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CLASE 1 – SUBJETIVIDAD INTERNACIONAL 
I. Evolución de su subjetividad
El DI clásico brindó a la persona humana, igual estatus que el hoy reconocido para los animales por el derecho doméstico
: era un mero objeto de protección. 

Ya cuando Jeremy Bentham acuñó el término Derecho Internacional en su tratado de 1789, afirmaba que sólo el estado podía ser gobernado por el DI porque:

'las transacciones que pueden tener lugar entre individuos que son sujetos de diferentes estados … son reguladas por los derechos domésticos, y resueltas por los tribunales internos de uno u otro de estos estados... . Luego quedan las transacciones mutuas entre soberanos como tales, para los sujetos de esa rama de la jurisprudencia que puede ser propia y exclusivamente llamada internacional.'
 

Bajo la perspectiva de Bentham, los individuos carecían de la necesaria personalidad legal para incurrir en responsabilidad bajo el DI. 
Las doctrinas dualistas aislaron mas al individuo. Al separar el DI de los derechos domésticos estatales, producían como consecuencia que sólo en caso que el DI fuera convertido en derecho interno, pudiera 'ser invocado por el individuo o, en sentido más amplio, por los particulares, personas físicas o jurídicas'.
 Conforme este esquema, los individuos violaban el derecho doméstico, en tanto sólo los estados podían violar el DI.

En las primeras décadas del siglo XX unos pocos autores, entre los que puede incluirse a Baumgarten, Scelle y Stowell
, sostenían que los Estados actuaban como simples representantes -agentes- de sus nacionales, y que en consecuencia, eran éstos los verdaderos sujetos del DI. 

Kelsen opinaba que los individuos son sujetos de DI 'mais non de façon immédiate, ou bien seulement à titre exceptionnel'.
 Esta excepcionalidad se explicaba también afirmando que la persona poseía cierta capacidad internacional, pero que sólo era posible que la ejerciera con la ayuda de la intervención del estado del cual el individuo era nacional.
 Otros autores sólo consideraron al individuo como un sujeto secundario.
 

En otra línea, Sorensen afirmaba que el hecho que el beneficiario de un derecho fuera incapaz de hecho, no significaba que no pudiera ser un sujeto de derecho; o que los derechos en cuestión estuvieran conferidos exclusivamente a la agencia estatal que tiene la capacidad de hacerlos efectivos.

Los sistemas socialistas, aún hasta la década de 1980, negaban en forma absoluta la subjetividad internacional del individuo. Los textos Chinos de DI publicados hasta esa década, se pronuncian en contra de esta posibilidad.
 La lógica subyacente era que el poder soberano del estado socialista se veía disminuido en caso que su accionar pudiera ser sometido a examen por un individuo:

'[El reconocimiento] de responsabilidad individual por conductas personales bajo el DI podría … colisionar con los principios Marxistas relativos a la lucha de clases en las relaciones internacionales... . Para la República Popular China, el único instrumento legítimo para asegurar los derechos de los individuos es el estado nacional.'

En su momento, la percepción Soviética presentaba una alternativa. El status del individuo podía ser reconocido por el DI, pero sólo en la medida en que fuera expresamente reconocido por el derecho doméstico. La perspectiva Soviética afirmaba que aún las organizaciones internacionales destinadas a promover los derechos fundamentales de la persona, debían someterse a la primacía estatal.
 A modo de excepción, la doctrina Soviética admitía que los individuos pudieran ser responsables de la comisión de crímenes contrarios al DI, por ejemplo, los crímenes de guerra.

El modelo histórico hasta aquí referido -tanto occidental como comunista-, comienza a ser desafiado cuando la doctrina de la segunda mitad del siglo XX afirma bajo determinadas circunstancias, la existencia de una subjetividad individual. La teoría de los derechos humanos juega aquí un papel determinante. La lógica del DIDH es clara: los derechos innatos reconocidos al individuo deben poder ser defendidos frente al estado, el cual ha desempeñado históricamente el rol de victimario. Los últimos años del siglo XX confirmaron, además, la posibilidad de considerar al individuo como titular de obligaciones internacionales, por ejemplo, la obligación de abstenerse de perpetrar conductas consideradas crímenes internacionales, situación que lleva a re-formular la institución de la inmunidad de agentes y funcionarios estatales.

Conforme veremos, la realidad del siglo XXI viene a concluir con la teoría formal positivista que afirmaba a los estados como únicos sujetos del DI. Los valores del derecho natural, esenciales en el derecho de gentes, son recuperados por la teoría de la subjetividad individual, que irrumpe en el plano internacional desde todos los ámbitos centrados en la protección del individuo: el DIDH, el DIH, y el DIPenal. 

VII.b. El derecho de fondo
Desde la visión del derecho de fondo, considerando los instrumentos regionales e internacionales de protección de los derechos humanos, del derecho humanitario y del derecho internacional penal, se reconoce al individuo la titularidad de los derechos y libertades fundamentales, así como la necesaria capacidad procesal para hacerlos efectivos. 

Akehurst expresa dudas sobre si realmente el DIDH constituye un ejemplo aceptable sobre la nueva tendencia de reconocer derechos a la persona, o si, por el contrario, su contenido sólo demuestra el carácter de simple beneficiario de normas internacionales que los estados acuerdan conceder al individuo. En todo caso, duda sobre si tales reglas constituyen verdaderas obligaciones legales o son simples aspiraciones morales.
 Frente a estas objeciones, se expresa en Akehurst-Malanczuk, que una posible vía de solución puede consistir en la creación de procedimientos jurisdiccionales de carácter internacional que tiendan o bien a efectivizar los derechos, o bien a reparar los daños generados por incumplimiento. En este sentido y cuando de legitimación procesal se trata, el derecho procesal posee un valor superlativo en relación con la afirmación de la subjetividad individual. 

Brownlie se muestra partidario de aceptar la subjetividad individual, aunque reconoce la falta de conveniencia de hablar de la persona como sujeto de DI.
 Cassese llama 'sujetos derivados' tanto a la persona como a las organizaciones internacionales, por su carácter de beneficiarios de derechos creados exclusivamente por los estados:

'… los individuos, así como las organizaciones internacionales, sólo existen como personas jurídicas internacionales, si son creadas por grupos de estados. En consecuencia, ellos permanecen dependientes de la voluntad de sus “creadores”. De esto se sigue que, al igual que las organizaciones internacionales, los individuos son sujetos derivados, en la medida en que derivan su existencia de las decisiones formales (normalmente un tratado) u otros sujetos [Estados]... .'

Barboza
 se muestra partidario de una 'personalidad estrictamente limitada', conferida tanto por el DI de fuente convencional como consuetudinaria, a la vez que afirma que en tanto el DI conoce y acepta personas no plenas, 'no puede entenderse por qué el individuo, también una entidad de personalidad limitada, no sería a su vez un sujeto de aquel derecho'.
 
Moncayo – Vinuesa – Gutiérrez Posse
 afirman la existencia de normas jurídicas internacionales que regulan la conducta del individuo de manera directa, haciendo referencia a lo que calificamos como 'núcleo duro de delitos-derechos internacionales'. Concuerdan estos autores con Cassese sobre el carácter no originario de la personalidad del individuo, ya que la misma deriva de la voluntad de los estados. Opinamos sobre este punto en las conclusiones.

VII.c. El derecho de forma
El creciente reconocimiento de legitimación procesal a entes diferentes de los estados,  es consecuencia de un cambio en las temáticas de las cuestiones litigiosas. De los conflictos territoriales centrados en la soberanía estatal, predominantes en los siglos XVI a XIX se ha girado hacia conflictos centrados en la violación de los derechos y libertades fundamentales de la persona, la protección del ambiente o el incumplimiento de normas del comercio internacional. Como es de notar, el centro de interés  de los eventuales perjuicios ha cambiado desde el interés estatal hacia el  interés individual o grupal.

En forma creciente, los instrumentos constitutivos de organismos intergubernamentales acuerdan reconocer legitimación procesal a los entes que crean. En algunas ocasiones, el reconocimiento es pleno y en otras, limitado a los efectos de presentar las denuncias respectivas. El derecho de fondo y el de forma se confunden, cuando los instrumentos que afirman la titularidad individual de un núcleo básico de derechos instituyen al mismo tiempo, los procedimientos necesarios -administrativos y jurisdiccionales-. Además, se enuncian de manera taxativa los supuestos de denuncia a fin de limitar la responsabilidad estatal en la esfera internacional a aquellas situaciones verdaderamente gravosas. Los derechos reconocidos permanecerían simbólicos sin un procedimiento con algún grado de eficacia, en tanto el violador consuetudinario de los derechos fundamentales ha sido el estado. Es sólo en la órbita extra-estatal donde la víctima podrá encontrar alguna reparación para su daño.

En suma, notamos que se produce una intersección entre el derecho de forma y el de fondo, en tanto el reconocimiento de la capacidad procesal reemplaza la declaración expresa de subjetividad internacional de la persona física, que como tal, es básicamente obviada en tales instrumentos. 

No encontramos entonces en el DI general normas positivas que reconozcan de manera expresa al individuo como sujeto de derecho pleno. En este punto, la doctrina se divide entre quienes lo consideran sólo un sujeto derivado -de la voluntad estatal- y otros autores  que lo reconocen como un sujeto relativo. 

El Tribunal Permanente de Justicia Internacional (CPJI) en su opinión consultiva sobre el servicio postal en Danzig
, concluyó en que no existe en el DI prohibición alguna que impida a los individuos adquirir derechos en forma directa a partir de un tratado, probado sea que tal fue la intención de los estados contratantes.

Mientras que el Estatuto de la CIJ sostiene la visión del DI clásico, y concede la legitimación activa a los estados en forma exclusiva, un número creciente de instrumentos internacionales reconoce capacidad procesal a la persona, como veremos mas adelante.
 

El Estatuto de la CPI no contempla a los individuos como legitimados activos para activar el proceso internacional penal, careciendo en suma de jus standi. No obstante, sí recepta a la subjetividad pasiva individual que constituye el alma del Estatuto de Roma, ya que sólo los individuos pueden ser acusados ante la CPI. 

VII.d. Relaciones entre el estado y el individuo
Dentro del DI general, la subjetividad individual se ha expresado a través de diferentes institutos como la nacionalidad y la apatridia; la responsabilidad estatal por actos de personas que habitan su territorio; los derechos conferidos a individuos por tratados; y los institutos de la extradición y del asilo político.

La nacionalidad ha constituido el vínculo histórico entre los estados y el individuo, tanto a los efectos del ejercicio de la jurisdicción estatal como de la protección internacional del individuo. 

Una primera consecuencia de la nacionalidad, se presenta a través del instituto de la protección diplomática.
 Ciertas reglas mínimas que requieren lazos efectivos entre el individuo y el estado que le confiere su nacionalidad, fueron siendo impulsadas tanto por la Comisión de Derecho Internacional (CDI); como por la jurisprudencia internacional; e igualmente la CIJ a través de las decisiones en los casos Nottebohm y Barcelona Traction, entre otros.
 Puede hoy afirmarse que así como se reconoce el derecho a poseer una nacionalidad, existe también el derecho a perder la misma adoptando otra, lo que incluye claro, la libertad de abandonar el país del cual se es nacional.

El instituto de la nacionalidad posee una contracara, la apatridia, que desde 1920 en adelante ha constituido un problema que se intenta solucionar mediante agencias y tratados internacionales.
 Los refugiados pueden presentar la situación de apátridas de hecho o de derecho, por lo cual se han dispuesto normas internacionales que atienden la cuestión.

La nacionalidad y la protección diplomática son institutos importantes a la luz de la eventual responsabilidad estatal. En el sistema del DI clásico, el daño provocado a un nacional es considerado un perjuicio sufrido por el estado de su nacionalidad, situación que se acomoda a la retórica tradicional que afirmaba que la persona no era sujeto de DI, sino un simple objeto pasible de ser defendido por el estado del cual es nacional.

No obstante lo anterior, si consideramos ambos institutos desde la óptica de los subsistemas centrados en la protección de los derechos de la persona, como mas adelante veremos, su importancia se relativiza. En relación con los crímenes internacionales, coincidimos con Buergenthal – Maier
 en afirmar que existe una responsabilidad directa del individuo por su participación en ciertos delitos internacionales. Lo mismo ocurre con las violaciones de derechos y libertades fundamentales. El desarrollo progresivo del DIDH indica que las personas físicas poseen derechos y obligaciones bajo el DI que no son derivadas, sino propias. Desde la órbita del DIPenal, la eventual condena que pudiera caberles a funcionarios y agentes estatales por la comisión de  crímenes contrarios al jus gentium, no constituye un presupuesto ni condiciona la ulterior responsabilidad estatal.

En segundo lugar, el estado debe responder por las actividades desarrolladas por las  personas dentro de su territorio, y que perjudiquen a otros estados o a sus nacionales, aún cuando quienes ejecuten tales acciones sean extranjeros, doctrina expuesta en el caso Corfú.
 Eagleton afirma:

'un estado debe en todo tiempo la obligación de proteger a otros estados frente a actos dañosos ejecutados por individuos dentro de su jurisdicción'.

En realidad, mas allá del consenso existente respecto de la responsabilidad estatal por daños producidos a otros estados, ejecutados por personas que se encuentran bajo su jurisdicción, el problema surge al momento de determinar pro subjecta materia, cuáles actos pueden calificarse como dañosos.

El caso de las Papeleras sobre el río Uruguay ventilado ante la CIJ, tuvo por objeto demostrar la responsabilidad de Uruguay por incumplimiento de las obligaciones emanadas del Tratado del Río Uruguay, e igualmente, el perjuicio ambiental causado a Argentina por terceros -la Pastera- situados en territorio Uruguayo.
 Por su parte, también Uruguay se constituyó en actor, demandando a Argentina ante el sistema de solución de controversias del MERCOSUR, y luego ante la CIJ, argumentando en el primer caso que los cortes de ruta que producían los habitantes de Gualeguaychú (Argentina) en el paso hacia Uruguay, constituían una violación al principio de libre circulación de bienes y personas; y en el segundo caso, que tales cortes eran tolerados y utilizados por el gobierno Argentino para presionar al gobierno Uruguayo en las negociaciones referidas a la instalación de las plantas de celulosa. 

Una tercera relación 'estado-individuo' que pone de manifiesto la subjetividad internacional de la persona, la constituye los derechos conferidos a individuos por tratados. En el caso Danzig Railway Officials
, el Tribunal Permanente de Justicia Internacional afirmó:

'No puede discutirse que el verdadero objeto de un acuerdo internacional, según la intención de las partes contratantes, puede ser la adopción por las Partes de ciertas reglas definidas que creen derechos y obligaciones individuales exigibles ante los tribunales nacionales.'

Así, el TPJI decidió que los funcionarios de trenes de Danzig poseían el derecho de accionar contra el estado Polaco -en la persona de su administración de trenes-, para hacer efectivos los derechos de los cuales eran beneficiarios en razón del tratado.

Bajo las provisiones relativas a la protección de las minorías existentes en los Tratados de Paz de Versailles de 1919
, se autorizaba a los individuos el recurrir ante un tribunal internacional bajo determinadas circunstancias. De igual manera, el Tribunal creado por la Convención para la Alta Silesia de 1922 decidió su competencia para juzgar acciones iniciadas por individuos contra los estados de su nacionalidad.
 
Si bien la intención primera de los estados fue la de concertar tratados a fin de crear derechos y obligaciones exigibles entre ellos, existe al presente una clara tendencia dirigida a la creación de derechos y obligaciones, reconociendo legitimación activa al individuo para llevar a juicio a los estados.

En cuarto y último lugar, dentro de la cuestión relativa a la responsabilidad individual derivada de la comisión de crímenes internacionales, debe mencionarse la extradición, instituto que forma parte de la cooperación internacional penal entre estados. Al respecto, y sin abundar por el carácter de la obra, diremos que al menos en relación con los crímenes internacionales, existe la obligación de extraditar o juzgar (aut dedere aut judicare). Esta afirmación implica a contrario, que respecto de los delitos domésticos, aun cuando las formas de comisión se repitan en los diversos derechos, no existe obligación internacional consuetudinaria que obligue a los estados a extraditar al presunto responsable.

Los conceptos de extradición y asilo se encuentran relacionados entre sí en la medida en que la negativa de extraditar a una persona puede llegar a implicar el otorgamiento de asilo y por otra parte, el otorgamiento de la extradición significa el rechazo a la concesión del asilo. La cooperación internacional en materia penal deja librada la extradición al DI de fuente convencional, el cual como principio, excluye los delitos denominados 'políticos'. A estos delitos políticos, la práctica internacional les brinda desde fines del siglo XIX, la institución del asilo.

En términos generales, el asilo consiste en la protección  que encuentra una persona, objeto de persecución por parte de las autoridades de otro estado, en aquellas hipótesis en que dichas persecuciones se enfrentan a la prohibición de la persecución dentro de ciertos espacios competentes de la autoridad de otro estado, sin que éste tenga la obligación de facilitar su continuación entregando al refugiado a las autoridades del estado que pretende ejercer tal persecución.
 

Afirma Oppenheim – Lauterpacht que en tanto los estados ejercen su supremacía territorial sobre toda persona que habite su territorio, el estado extranjero va a constituir un asilo para toda persona que siendo perseguida en el país de origen, cruce su frontera y se interne en su territorio. Si el derecho de asilo se ha entendido tradicionalmente como una facultad jurídica soberana del estado a fin de conceder refugio a individuos perseguidos, últimamente puede hablarse de un derecho de asilo para cada individuo. Esta ultima forma viene siendo consagrada en un número significativo de países que lo afirman en su derecho interno, aun cuando no pueda hablarse de un principio general de derecho en el sentido de las fuentes del DI. 

Argentina adoptó el derecho de asilo para los perseguidos políticos al ratificar el Tratado de Derecho Penal Internacional de Montevideo
. Su Artículo 16 afirma la inviolabilidad del asilo para los perseguidos por delitos políticos, aunque establece como deber para la nación otorgante del asilo, el impedir que los asilados realicen actos dentro de su territorio que pongan en peligro la seguridad del estado que los reclama.

El artículo 27 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre de 1948 establece:

'toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero, en caso de persecución que no sea motivada por delitos de derecho común y de acuerdo con la legislación de cada país y con los convenios internacionales.'

Por su parte, la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, en su artículo 22(7) establece:

'toda persona tiene el derecho de buscar y recibir asilo en territorio extranjero en caso de persecución por delitos políticos o comunes conexos con los políticos y de acuerdo con la legislación de cada Estado y los convenios internacionales.' 

Similares disposiciones estipulan otros instrumentos internacionales nacidos al amparo del DIDH.

Respecto del asilo reina aún hoy la casi absoluta arbitrariedad estatal, tal como lo demuestra el caso Apablaza Guerra.
 La Declaración ONU sobre Asilo Territorial de 1967 aporta ciertos principios que los estados deberían observar al conceder el asilo en su territorio. Las perspectivas de lograr la aprobación de una  convención internacional sobre el tema no son auspiciosas en base al marcado carácter político de la cuestión.
 
Entendemos que el individuo es sujeto de DI, aun cuando podamos debatir sobre si es originario o derivado, pleno o relativo, la respuesta afirmativa sobre su subjetividad surge nítida en base al análisis siguiente relativo a diversos puntos que avalan la afirmación. 
Ademas de las relaciones históricas entre el estado y el individuo, que han originado instituciones donde se evidencia la subjetividad individual, aún con diversos matices, existen otras situaciones donde claramente, la persona se constituyen en sujeto de DI. Por orden de desarrollo, tratamos la protección internacional de los trabajadores; la protección de la persona como víctima de los conflictos armados; los sistemas internacionales de protección de derechos humanos; la responsabilidad por la participación en delitos internacionales; y las peticiones y reclamos a titulo personal ante instancias internacionales.
VII.e. La protección internacional de los trabajadores
Una de las primeras manifestaciones de los derechos humanos en el plano internacional fue la referida a los derechos de los trabajadores. La Organización Internacional del Trabajo (OIT) fue instituida con la misión de evitar que la competencia económica internacional entre estados llevara a la flexibilización de las normas laborales en perjuicio de los obreros. Las numerosas convenciones y recomendaciones aprobadas por la organización afirman todos los derechos de los trabajadores y obligan a los estados a reconocerlos e instrumentarlos. Frente a la violación directa o indirecta de estas normas, las asociaciones de trabajadores y empleadores, se encuentran autorizadas para realizar los reclamos ante la OIT, debiendo el estado en cuestión realizar su descargo y eventualmente publicarse tanto la denuncia como su respuesta. Si la denuncia partiera de un estado miembro, se nombra una comisión de encuesta para investigar la queja y dictaminar sobre su procedencia. Eventualmente el caso puede llegar ante la CIJ.

El capitalismo global desarrolla estándares globales de protección de los trabajadores, a fin de evitar el dumping social, considerado como una práctica comercial desleal entre estados. En este contexto de potencial abuso laboral, el incumplimiento de algunas de las conductas debidas, no sólo provoca la violación de normas del DIDH sino también, del DIPenal. Tal el caso del trabajo esclavo y el trabajo de menores, verdaderos delitos internacionales, que llegado el caso y presentes ciertos caracteres, pueden constituir crímenes contra la humanidad.

La OIT ha gestado importantes documentos tendientes a erradicar el trabajo forzoso y a prohibir el trabajo de niños.

VII.f. La protección de la persona como víctima de los conflictos armados
El DIH se propone ‘humanizar la guerra’, no prohibirla.
 Siendo su origen anterior al del DIDH, hay quienes lo consideran parte del mismo.
 Se expresa por medio de sus dos vertientes de La Haya y de Ginebra
, basadas cada una en principios fundantes: (i) 'el derecho de las Partes en conflicto a elegir los métodos o los medios de guerra no es ilimitado' (La Haya); y (ii) 'las personas puestas fuera de combate y las que no participan directamente en las hostilidades serán respetadas, protegidas y tratadas con humanidad' (Ginebra).
 
Respecto del ámbito personal, el DIH obliga básicamente a los estados y también a las fuerzas armadas disidentes o grupos armados organizados
. Establece obligaciones y responsabilidades respecto de ‘todos los actos cometidos por las personas que formen parte de su fuerza armada’. El Artículo 3 del Convenio de La Haya de 1907 sobre la guerra terrestre fue el primero en afirmar la obligación de castigar penalmente a quienes cometan u ordenen cometer las infracciones graves. Esta violación conlleva responsabilidad internacional para el estado implicado en actos internacionalmente ilícitos.
 
Las Convenciones de Ginebra de 1949 imponen a los estados restricciones y obligaciones en su forma de conducir los conflictos, además de obligarlos a sancionar penalmente a los infractores mencionados. La cuestión relevante se centra en conocer cuáles sujetos pueden ser responsabilizados internacionalmente por la comisión de las infracciones graves del DIH. Los estados son los principales responsables de cumplir con las normas previstas en los CG. Sin embargo, el capítulo dedicado a la represión de abusos e infracciones, contiene cuestiones de responsabilidad penal individual. En este apartado, se distingue entre las infracciones graves y otras que no poseen tal carácter. 

En este punto divisorio, se generan obligaciones en dos sentidos. 
En primer lugar, se impone a los estados la obligación de legislar internamente a fin de proveer sanciones penales efectivas para aquellas ‘personas que ejecuten u ordenen ejecutar algunas de las infracciones graves’ a la Convención, como también la obligación de buscar a los responsables y hacerlos comparecer antes sus tribunales o los de otro estado.
 Además, el Artículo 3 común a los CG prohíbe la realización de ciertos actos en todo tiempo y lugar, estableciendo un núcleo duro de derechos humanos, incluyendo a los derechos a la vida, integridad corporal, libertad, dignidad y las garantías básicas del debido proceso.

En segundo lugar, de lo antedicho se deduce la responsabilidad penal individual, sin distinción alguna que efectuar respecto de la calidad personal o funcional del presunto responsable. En este punto, el concepto de individuo obligado a responder aportado por el DIH puede entenderse como relativamente amplio, ya que la obligación impuesta a los estados es genérica y se basa en la búsqueda y castigo de los responsables, sin realizar distinción alguna entre la afiliación estatal del individuo o su pertenencia a otra organización política beligerante. 

La falta de distinción puede fundar dos interpretaciones opuestas: (i) es una obligación sólo dirigida a los estados de velar por los individuos que ordenan y ejecutan funciones como parte del mismo, con lo cual, los estados se obligan a perseguir dentro de su jurisdicción a todo agente o funcionario estatal responsable de alguna de las infracciones graves de los CG; o bien (ii) los estados están obligados a perseguir de manera genérica a cualquier individuo que cometa las infracciones graves, aun cuando no forme parte de una estructura estatal. 

Sin tomar partido por alguna de las mencionadas interpretaciones, la no persecución del presunto responsable genera responsabilidad internacional del estado por omisión, y abre la jurisdicción universal a fin que cualquier jurisdicción doméstica o internacional juzgue a los individuos presuntamente responsables. 
El DIH distingue dos tipos de mecanismos de control: (i) los relacionados con las obligaciones de protección y de limitación en el uso de armamento y estrategias; y (ii) los que entienden respecto de las infracciones graves a los Convenios de Ginebra, Protocolos Adicionales y leyes y costumbres de la guerra (crímenes de guerra). 
Primero, en cuanto a las obligaciones de protección y limitación, cualquier organismo humanitario e imparcial puede ofrecer los servicios a las partes en conflicto para la protección y socorro de las víctimas, reconociéndose al CICR como la autoridad de aplicación tradicional.
 Iniciado un conflicto internacional, los CG disponen un sistema de Potencias Protectoras, que constituía práctica consuetudinaria en el DI
 pudiendo reemplazarlas por un organismo humanitario con iguales funciones que las primeras.
 Hay aquí un reconocimiento de subjetividad internacional a ONGs que tratamos en lugar oportuno.
Segundo, en lo atinente a los crímenes de guerra, los CG no proveen penas para sus infracciones graves, ni instituyen una jurisdicción que las sancione. Se discute si los CG habilitan el ejercicio de la jurisdicción universal en relación con sus infracciones y respecto de los agentes estatales. La CIJ vedó esta posibilidad en Orden de arresto y en Ciertas Cuestiones de asistencia mutua.
 No obstante, no se pronunció respecto de la misma posibilidad de juzgamiento, aunque en cabeza de una jurisdicción internacional, sea un tribunal internacional como la CPI o un tribunal de naturaleza mixta como el Tribunal de Sierra Leona o Camboya. 

Aplican las normas penales del DIH, los tribunales internos dentro de su jurisdicción, los tribunales internacionales y mixtos ad-hoc y la Corte Penal Internacional de carácter permanente, en la medida en que sus estatutos los habilitan al juzgamiento de crímenes de guerra, lo cual tratamos en lugar oportuno. Los tribunales ad-hoc para la ex Yugoslavia y para Rwanda fueron los primeros tras Nüremberg, en aplicar sanciones por la comisión de crímenes de guerra.

En estos casos, el individuo responde a título personal por actos contrarios al DI. 

VII.g. Los sistemas internacionales de protección de la persona humana
El DIDH centra su análisis protector en las víctimas de acciones u omisiones estatales. Esta metodología ‘víctima estatal - dependiente’ que reconoce al estado como único autor posible de las violaciones, prevalece en la consideración jurídica internacional. Conforme estos parámetros, el subsistema del DIDH brinda al individuo una amplia capacidad para presentar denuncias, y en algún caso, le reconoce legitimación procesal activa. 

Sin embargo, el DIDH no acepta otro legitimado pasivo diferente del estado. Los mecanismos regionales de promoción y protección de derechos humanos sólo habilitan a denunciar al estado como presunto violador.
 Aunque algunos lo interpretan como una carencia, esta circunstancia ciertamente define la naturaleza del subsistema. Buergenthal aclara la esencia del DIDH: 

‘El DIDH se define como aquella rama del DI que se ocupa (…) de la protección de individuos o grupos de individuos en el caso de violaciones gubernamentales de Derechos Humanos.’
 

Opina Brownlie
 que ya en el siglo XX la responsabilidad estatal en el plano internacional aparece ligada a las cuestiones que se encuentran fuera del dominio reservado de los estados, y es en este punto, donde tal responsabilidad se encuentra con la idea de los derechos humanos, regla confirmada -según este autor- por el Artículo 2, parágrafo 7 de la Carta ONU:

'Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los Estados, ni obligará a los Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII.' 

Aquí surgen tres cuestiones.

Primero, el párrafo refiere los poderes constitucionales de los órganos de la ONU antes que una regla del DI de fuente consuetudinaria.

Segundo, la reserva del Artículo 2.7 no se aplica respecto de obligaciones creadas por medio de tratado.

Tercero, la regla de la reserva doméstica no se aplica si la ONU afirma la existencia de una violación del DI relativa a los derechos humanos. En este punto, los mayores desarrollos se han producido respecto de violaciones estatales de los derechos humanos,  así como a partir del ejercicio del principio de libre determinación de los pueblos.

Coincidimos con Brownlie en que la sustancia del Artículo 2.7 -superviviente del DI clásico-, tiende a desaparecer, en tanto bajo la práctica de los Artículos 55 y 56 de la Carta ONU, cada vez mas cuestiones son rotuladas como de 'interés internacional', quedando así, fuera del dominio reservado de los estados. Entre éstas podemos referir abstracciones tales como el progreso y el desarrollo social; el trabajo; el respeto universal a los derechos humanos, etc... . 

La protección internacional de los derechos humanos se realiza mediante procedimientos internacionales provistos por la ONU y otros regionales, todos de fuente convencional. La ya desaparecida Comisión de Derechos Humanos ONU
 resolvió en el inicio de su actividad -y conforme al DI clásico-, no poseer atribuciones para la adopción de medidas respecto de quejas individuales.
 Como ya mencionamos, en este punto, se ha producido un desarrollo progresivo que permite hoy distinguir entre (i) una capacidad reconocida al individuo limitada a la presentación de denuncias o peticiones
; y (ii) una verdadera legitimación activa que le permite llevar a un estado ante una jurisdicción internacional.

Las Convenciones temáticas de derechos humanos nacidas dentro del esquema de protección internacional de la ONU son un claro ejemplo de lo primero. Las normas del DIDH expresan la totalidad de derechos que deben promoverse y respetarse en situaciones de paz
. El mecanismo internacional de protección descansa en dos tipos de entes: (i) los creados en la Carta ONU; y (ii) los originados en tratados temáticos.
 En ambos casos, los procedimientos permiten (i) que los individuos y estados denuncien violaciones de los respectivos instrumentos; (ii) su investigación por Comités creados al efecto
; y (iii) la eventual aprobación de un informe que, elevado a la Asamblea General, detalla la violación y expone al estado frente a la opinión pública internacional.
Encontramos variados ejemplos de tratados temáticos. La Convención internacional sobre la eliminación de toda forma de discriminación racial de 1965 otorga a los individuos el derecho de comunicar al Comité que crea, las alegadas violaciones de los derechos existentes en la Convención que hubieran sido cometidas por el estado de su residencia, siempre que el Estado hubiera aceptado la competencia del Comité para recibir tales comunicaciones. El Protocolo Adicional No. 1 del Pacto Internacional de derechos civiles y políticos (PIDCyP)
 reconoce al individuo la posibilidad de denunciar al estado que presuntamente incumple los derechos allí mencionados, documentando las comunicaciones o quejas individuales ante el Comité de Derechos Humanos. La víctima debe ser exclusivamente una persona física. El Comité de Derechos Humanos desestimará cualquier queja relativa a la violación de derechos de personas jurídicas reconocidos en el PIDCP. La decisión final del Comité, al igual que la de todos los otros Comités de derechos humanos nacidos convencionalmente, constituye una recomendación, que implica para el Estado denunciado, una obligación de medios mas  que de resultados.
 
El sistema universal comentado posee carácter básicamente administrativo, en tanto los sistemas y procedimientos regionales comparten características consultivas y contenciosas. 
En lo regional, Europa, América y África cuentan con mecanismos de protección jurisdiccionales con diferente grado evolutivo y consecuentemente, de reconocimiento de la capacidad procesal de la persona humana.
 A este respecto, el mundo Árabe se encuentra en ciernes.

La Comunidad Europea afirmó hace ya tiempo que la 'protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales no pueden en forma alguna ser consideradas una interferencia en los asuntos internos de un estado'.
 De igual forma se hizo referencia al 'derecho moral de intervenir dondequiera que los derechos humanos sean violados'.
 El Protocolo 9 a la CEDH
 introdujo un valioso aporte al sistema, legitimando activamente al individuo a fin de acceder al Tribunal Europeo de Derechos Humanos, aunque previo trámite ante la entonces existente Comisión Europea de Derechos Humanos. Este acceso quedó consolidado al desaparecer la referida Comisión, con la entrada en vigencia del Protocolo 11, que incorpora el jus standi del individuo ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

El sistema Interamericano, conformado a similitud del Europeo, avanza en forma lenta aunque firme, hacia constituirse en la garantía regional de efectiva protección de los derechos fundamentales. El mismo permite al individuo denunciar ante la Comisión IDH, la violación por parte de un estado miembro de cualquiera de los de derechos humanos reconocidos en la Carta OEA, la Convención Americana de derechos humanos o las Convenciones temáticas regionales. 

Nuevamente debemos afirmar que en la actual etapa de desarrollo, las decisiones del sistema y básicamente las recomendaciones de la Comisión Interamericana, constituyen obligaciones de medios antes que de resultado, tal como se afirmó en Loayza Tamayo v. Perú.
 No obstante, el avance cualitativo más destacable del tercer Reglamento de la Corte IDH, consistió en otorgar a los representantes de las víctimas o sus familiares la facultad de presentar, en forma autónoma, sus propios argumentos y pruebas en la etapa de reparaciones.
 Por último, el cuarto Reglamento de la Corte IDH
, reconoce capacidad jurídica procesal al individuo, que salvo respecto de la presentación de la demanda, logra una participación plena en todas las etapas del proceso ante la Corte Interamericana. La lógica detrás de este reconocimiento, se basa en que frente al reconocimiento de un derecho, su titular debe contar con la capacidad procesal para ejercerlo.
 Cançado Trindade, entonces juez de la Corte IDH, es un pionero del reconocimiento de la legitimación activa internacional del individuo:

'El espectro de la persistente denegación de la capacidad procesal del individuo peticionario ante la Corte Interamericana, verdadera capitis diminutio, emanó de consideraciones dogmáticas propias de otra época histórica tendentes a evitar su acceso directo a la instancia judicial internacional, consideraciones éstas que, en nuestros días… carecen de sustentación o sentido, aún más tratándose de un tribunal internacional de derechos humanos.'

Con el último Reglamento de la Corte IDH, las presuntas víctimas, sus familiares o representantes pueden presentar solicitudes, argumentos y pruebas autónomas durante todo el proceso.
 Por último, cabe destacar que la participación directa del individuo no se limita a los casos contenciosos y opiniones consultivas, sino que también abarca el pedido de medidas provisionales
, tal como aconteció en Tribunal Constitucional y en Loayza Tamayo
, donde fueron directamente las víctimas quienes solicitaron las medidas precautorias.
El sistema Africano, nacido a partir de la Carta Africana de derechos humanos y de los pueblos
, cuenta con el Tribunal Africano de Derechos Humanos y de los Pueblos, nacido a partir de un Protocolo
 que contempla la posibilidad para los individuos de   presentar denuncias en contra de los estados, previa aceptación de la jurisdicción del Tribunal por parte de éstos.

Akehurst
 duda sobre si el acceso que los individuos poseen bajo ciertas condiciones a procedimientos de protección de derechos humanos, constituye realmente un reconocimiento de su subjetividad. Se funda en que tal acceso depende de tratados en los que han consentido previamente los estados, quienes pueden luego retirarlo. También menciona que en una cantidad importante de casos, las disputas relativas a violaciones de los derechos humanos constituyen quejas de personas contra su propio gobierno, en tanto que en las disputas relativas a inversiones existe un gobierno extranjero involucrado. 

Si bien es cierto que el estado puede obligarse y luego retirar tal obligación a voluntad, no es menos cierto que su exclusivo arbitrio derivado de su carácter soberano se encuentra limitado por normas imperativas del DI (jus cogens). El desarrollo progresivo del DIDH arroja como resultado que la existencia de un 'núcleo duro' de derechos humanos fundamentales que es hoy parte del jus cogens. La disponibilidad de los estados respecto de estos derechos se encuentra sumamente limitada. Comenta el profesor Nanda:

'Realmente, la persona humana como individuo se está convirtiendo en un completo demandante con legitimación para buscar amparo judicial en la arena internacional. La protección de los internacionalmente reconocidos derechos humanos constituye sea cual fuere la perspectiva, un cambio revolucionario.'

VII.i. La responsabilidad por la participación en delitos internacionales
Largamente se ha debatido -y básicamente negado-, la posibilidad que el individuo posea obligaciones internacionales. Al respecto, la opinión mayoritaria de la doctrina clásica era negativa.
 Sin embargo ya Kelsen se levantó en contra de esta opinión, recogiendo una teoría que había sido esgrimida anteriormente por Rehm
, según la cual, el DI de fuente convencional posibilita considerar al individuo como sujeto de hechos antijurídicos directamente regulados por el DI, y sin necesidad que el derecho doméstico capte tales conductas. Kelsen ejemplificaba con actos tales como la piratería y la violación de un bloqueo por buques neutrales. Hoy, sumaríamos las numerosas formas de comisión de los tres delitos internacionales tipificados en el Estatuto de Roma: el genocidio, los crímenes contra la humanidad y los crímenes de guerra.
Contesta Verdross a lo anterior, mencionando que el DI no obliga a perseguir la piratería -ni los demás crímenes, agregaríamos-, sino que sólo faculta a los estados para ello, 'autorizándolos excepcionalmente a proceder contra ellos (…) sobre la base de su ordenamiento jurídico.'
 Los desarrollos ocurridos en torno del DIPenal, habilitan a complementar el pensamiento de Verdross, con la obligación estatal derivada del principio 'aut dedere aut judicare', que si bien ya era mencionada por Grocio, constituye al presente, la piedra fundamental de la cooperación penal internacional y de la lucha contra la impunidad, al menos respecto de los delitos internacionales referidos en el párrafo anterior.  
La violación sistemática y generalizada de derechos humanos fundamentales por parte de ciertos estados, ha generado la elaboración de teorías que tienden a responsabilizar a los individuos que han ordenado y ejecutado tales violaciones. En este sentido, la responsabilidad penal individual por la comisión de crímenes internacionales suma otra arista de la creciente subjetividad de la persona humana. Desde la II guerra mundial en adelante queda claro que ciertas conductas positivas y negativas (actus reus), perpetradas con la intención de cometer tales actos (mens rea), constituyen un grupo de conductas rigurosamente prohibidas que podemos calificar como verdaderos 'delicta jure gentium' (delitos internacionales). Tales conductas se encuentran hoy tipificadas en el Estatuto de Roma y otros estatutos de tribunales internacionales penales ad-hoc, que codifican en este punto la costumbre internacional, incluyendo las diferentes formas de comisión (i) del delito de genocidio; (ii) de los crímenes contra la humanidad; y (iii) de los crímenes de guerra; además del (iv) crimen de agresión, que aún esta tipificar.

El carácter internacional de estos delitos arroja como consecuencia que aquellos individuos que participan en sus diversas formas de comisión, puedan ser perseguidos tanto por una jurisdicción doméstica o internacional legalmente habilitadas, las cuales aplicarán el DIPenal.

El DIPenal reconoce a la persona humana y a la Humanidad como objeto de su protección. Contrastando con el enfoque del DIDH, centra su análisis en la responsabilidad penal individual, en los partícipes penalmente responsables de la comisión de violaciones al núcleo duro de derechos-delitos internacionales. La responsabilidad penal internacional es hasta el momento, dominio exclusivo del individuo, ya sea que actúe a título exclusivamente personal -piratería o trata de esclavos-, o bien como agente o gobernante del estado u otra organización política -los crímenes internacionales tipificados en el Estatuto de Roma-. Este carácter exclusivo se corresponde con la opinión mayoritaria de autorizada doctrina, que afirma que las personas jurídicas no tienen capacidad de conducta penal, ya que el delito se elabora sobre la base de la conducta humana individual, aun cuando en determinadas situaciones, la ley penal genere consecuencias para las mismas.
 
La sentencia del Tribunal de Nüremberg refutó al positivismo extremo, que señalaba que el DI era sólo aplicable a los estados. Es clásico el pasaje de la sentencia dictada en los juicios de Nüremberg, piedra de toque del desarrollo del DIPenal contemporáneo:

'Se ha dicho que el Derecho Internacional sólo se ocupa de las acciones de los estados soberanos, y que no provee castigo para los individuos … En la opinión del Tribunal, [esta alegación] debe ser rechazada. Es largamente reconocido que el Derecho internacional impone obligaciones y responsabilidades tanto a los individuos como a los estados... La verdadera esencia de la Carta es que los individuos poseen obligaciones internacionales que trascienden las obligaciones nacionales de obediencia impuestas por el estado individual. Quien viola las leyes de la guerra no puede obtener inmunidad mientras actúa en nombre de la autoridad estatal, si el estado al autorizar la acción lo hace fuera de la competencia que le reconoce el DI.'
 

Medio siglo después de Nüremberg, la Cámara de los Lores Inglesa en Pinochet repetiría la idea:

'¿Puede afirmarse que la comisión de un delito que constituye un crimen internacional contra la humanidad y el jus cogens, es un acto realizado bajo una capacidad oficial en nombre del estado? . Creo que constituye un fundamento de peso el afirmar que la implementación de la tortura tal como se la define en la Convención contra la Tortura no constituye una función del estado.'
 
Tras Nuremberg, la CDI afirma el principio de responsabilidad individual por la comisión de delitos internacionales, reformulando la referencia hecha en términos generales a 'quienes actuaron en el interés de los estados del Eje Europeo', que existía en el Estatuto de Nüremberg
, para elevarla a 'Principio de DIPenal'.
 Dejando de lado la controversia sobre la validez legal de los principios de Nüremberg en el tiempo en que fueron formulados, concordamos con Brownlie en que el Artículo 6 del Estatuto de Nüremberg es parte, desde aquel momento, del DI general. El Acuerdo de Londres fue firmado por las principales potencias de la época -los Estados Unidos, el Reino Unido, Francia y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas-, junto con otros 19 estados que luego adhieren a él. Y sin solución de continuidad, la Asamblea General ONU afirmó los Principios de DI reconocidos por el Estatuto del Tribunal de Nüremberg y las sentencias del Tribunal.

La Carta Anexa al Acuerdo para la persecución y castigo de los mayores criminales de guerra de 1945 (Acuerdo de Londres), proveía específicamente la responsabilidad individual por crímenes contra la paz, crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad.
 El contenido de esta Carta de Nüremberg puede ser hoy considerado parte del DI general. Esto es así porque la Asamblea General ONU afirmó en 1946 los principios de la Carta, así como los fundamentos de las decisiones del Tribunal creado.
 El Proyecto de Código de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad (1996)
 afirma la responsabilidad penal internacional en relación con los crímenes de agresión
, genocidio
, crímenes contra la humanidad
, crímenes contra las Naciones Unidas y su personal asociado
, y crímenes de guerra
. Por su parte, el Consejo de Seguridad al tratar la situación en Somalia, a principios de la década de 1990, condenó unánimemente a través de sendas Resoluciones las violaciones al DIH ocurridas en la región, afirmando que los autores de tales violaciones o quienes las habían ordenado serían individualmente responsabilizados por ellas.

Además de la responsabilidad estatal por delitos internacionales -que no ha logrado mayores avances al momento-, existen las personas de carne y hueso que ejecutan los crímenes y personas que los ordenan: ellos también responderán por quebrantar la prohibición del DI general. Se van diferenciando así dos sistemas de responsabilidad internacional por actos ilícitos: (i) el primero  contempla al estado ; (ii) el segundo gira en torno del individuo. En este sentido, la antijuridicidad, el daño causado, el nexo causal, el factor de atribución y la extensión de la responsabilidad, diferirán según se analice el caso desde la órbita de la responsabilidad del estado o desde la del individuo.
Afirma Cassese que el individuo se encuentra bajo obligaciones internacionales de diverso tipo:
'(… ), some solely relating to armed conflict, others (those on crimes against humanity, genocide, aggression, terrorism, torture) also concerning peacetime. These obligations are incumbent upon all individuals of the world; they are all obliged to refrain from breaching the aforementioned rules, if they do not do so, they are accountable for their, transgression.'

El subsistema del DIPenal complementa la consideración del individuo como 'sujeto de protección' brindada por el DIDH, a la vez que lo afirma como titular de obligaciones internacionales. Ya en el tradicional texto de Oppenheim se leía: 

‘los diversos desarrollos ocurridos después de las dos guerras mundiales no justifican mas la opinión que, en derecho positivo, sean los estados los únicos sujetos del DI. A medida que la conciencia de ese hecho gana terreno, debe aumentar la disposición para tratar a los individuos, dentro de una esfera limitada, como sujetos del DI.’
 
Al comentar las obligaciones internacionales del individuo, Verdross afirma que: 

'sólo estaremos ante un deber jurídico internacional de un individuo, cuando el propio DI asocie a un supuesto de hecho -Tatbestand- una sanción contra un individuo, de tal manera que estas normas puedan aplicarse directamente... .'
 

Esta situación existe desde la vigencia del Estatuto de Roma, de la Corte Penal Internacional que crea, y en relación con los delitos internacionales  allí tipificados. 
En suma, el DIPenal amplía la subjetividad internacional, centrando su atención en el individuo como posible sujeto activo de las acciones típicas. Complementa así al DIDH, aún cuando conserve diferencias en cuanto a sus fines inmediatos.
 
El subsistema del DIPenal desconoce la legitimación activa del individuo, con la única excepción de la situación de las víctimas. Ellas intentan encontrar su lugar dentro del procedimiento ante la CPI, en tanto el Estatuto de Roma les otorga la posibilidad de presentarse como parte civil dentro del proceso penal. La lucha contra la impunidad, dirigida a convertirse en un principio básico del DIPenal, encuentra en las víctimas individuales una herramienta eficaz para su consolidación. Perez León afirma que la Corte Penal Internacional 

'supera el modelo adversarial process, propio del Common Law, el cual fue seguido por los tribunales penales internacionales precedentes; para incluir algunos elementos del proceso inquisitorial system del Civil Law, el cual hace factible, como recuerda Schabas
, la participación de las víctimas en calidad de parte civil.'

La Cámara Preliminar de la CPI respecto de la situación ocurrida en el Congo
, determinó que una vez abierta la investigación existe el derecho de la víctima a participar, en función de la lucha internacional contra la impunidad. La Cámara señaló:

'A la vista del contenido básico del derecho a ser oído establecido en el Artículo 68 (3) del Estatuto, aquellas personas a quienes se les ha reconocido el estatus de víctimas serán autorizadas, no obstante cualquier procedimiento específico desarrollado en el marco de tal investigación, a ser oído por la Cámara con vistas a presentar sus puntos de vista y preocupaciones y completar documentos relativos a la actual situación en la República Democrática del Congo (…) la Cámara posee una obligación dual: por un lado, permitir a las víctimas presentar sus puntos de vista y preocupaciones, y por el otro, examinar las mismas.'

En relación con la legitimidad pasiva, el subsistema del DIPenal reconoce la misma. En este punto, nos inclinamos por un concepto amplio de responsabilidad internacional individual, que incluya no solo a los líderes estatales sino también a los líderes y miembros de organizaciones políticas opuestas al estado.
 Es aquí oportuno recordar la teoría desarrollada por Wengler respecto de la responsabilidad internacional. Este autor distingue entre el acto ilícito (delito), por un lado, y la responsabilidad, por otro. Así, el acto ilícito es la condición de una sanción, mientras la responsabilidad consiste en ser el destinatario de tal sanción, independientemente de ser el autor material del acto ilícito.

La participación real que se acuerde a las víctimas importará desarrollos radicales para la subjetividad internacional del individuo, en tanto constituye el nexo entre el responsable penal individual y el estado u organización política criminal utilizados como instrumento dirigido a provocar la violación de los derechos.  

VII.j. Peticiones y reclamos a título personal ante instancias internacionales
El sistema de denuncias o peticiones, menos gravoso en sus consecuencias para los estados, ha sido tradicionalmente una concesión aceptada por éstos, evitando con esto,  otorgar legitimación procesal plena al individuo.

La dinámica del sistema se explica cuando el individuo presenta su denuncia ante un órgano de naturaleza política de una organización internacional -no ante un tribunal internacional-, el cual investiga las alegaciones y decide las acciones que considera necesarias y posibles contra el estado denunciado
, entendiendo siempre que se está frente a un ente soberano. Esto último implica que ante una negativa estatal de cumplimiento, el resultado final no trasciende la mera retórica del informe -aún cuando el mismo pueda ser dado a publicidad-.
Preguntamos, ¿puede actualmente el individuo demandar a un estado ante una jurisdicción internacional? . La respuesta no es absoluta. Si bien el DI clásico negaba esta posibilidad -véase el Estatuto de la CIJ
-, la tendencia se dirige a establecer matices y a, eventualmente, tornar la excepción en regla. Por otra parte, que el individuo no pueda ejercer a título personal acciones directas contra los estados en el plano internacional, no implica la ausencia de subjetividad, ya que como opina Brownlie, gran parte de las obligaciones reconocidas por el DI de fuente consuetudinaria son impuestas a los estados y a sus gobiernos y en consecuencia, carece de sentido que el individuo las ejerza.
 En consecuencia, no es conveniente plantear esta problemática en términos absolutos.

Para Lauterpacht
 la capacidad procesal del individuo bajo ciertos tratados permite concluir que conforme la práctica internacional, los Estados no son los únicos sujetos de DI. Sorensen
 menciona tres importantes antecedentes referidos a la legitimación procesal internacional activa del individuo: (a) la Corte Internacional de Presas Marítimas
, que actuaba como corte de revisión; (b) la Corte de Justicia Centroamericana
, creada a principios del siglo XX; y (c) el Tribunal Arbitral de la Alta Silesia.
 

La primera y segunda guerra mundial posibilitaron considerar al individuo como legitimado activo de reclamos vinculados con las consecuencias civiles y aún penales de los conflictos armados. El problema de conferir a la persona legitimación activa internacional fue analizado en 1920 por un Comité de Juristas designado para la redacción del Estatuto de lo que luego sería el TPJI. En ese momento, sólo dos de sus diez miembros se mostraron favorables a incluir este tipo de legitimación con lo cual la idea fue desechada.

El sistema de la Liga de Naciones preveía el procedimiento de denuncias respecto de los habitantes de los territorios bajo mandato -minorías nacionales-, pero sólo de manera indirecta ya que el interesado dirigía su petición a la Comisión Permanente de Mandatos, a través del gobierno mandatario interesado, en caso que considerara haber sido víctima de discriminación. 

La ausencia de representación procesal plena del individuo en el sistema de la Liga de Naciones, creaba una disparidad de armas dentro del proceso judicial. Esta circunstancia motivó que el Consejo de la Liga de Naciones ideara un procedimiento previo al proceso ante el TPJI. El 14/12/1939 el mismo Consejo emitió una Resolución por la cual solicitaba una opinión consultiva sobre los 'Antiguos Funcionarios de la Comisión del territorio del Saar'. Esta Resolución permitió a los individuos denunciantes presentar un memorándum dirigido a la Liga, el que luego sería respondido por el Secretario General, que así afirmaría la opinión de la misma Liga de Naciones. Estos documentos serían luego enviados al Tribunal, junto con la solicitud de opinión consultiva.

La Carta de la ONU contiene dentro del sistema de fideicomiso, una referencia específica sobre peticiones. Su Artículo 87 dispone que la AG y el CAF pueden aceptar peticiones de territorios fideicometidos, y examinarlos en consulta con la autoridad fideicomitente.
 

Las Convenciones temáticas de derechos humanos nacidas a partir del esquema de protección internacional de la ONU citadas en el punto anterior son otro claro ejemplo. Allí remitimos. En estos casos, el individuo solo inicia el procedimiento, perdiendo posteriormente todo control sobre su dirección y contenido. El sistema ahorra gastos al individuo, y es popular entre los estados, al proveer un medio rápido para descartar reclamos infundados -tal es la función de los requisitos de admisibilidad de la denuncia-. 

En el caso del 'Tribunal Administrativo de Naciones Unidas'
, en una controversia suscitada ante el mismo organismo en el cual el individuo posee plena legitimación procesal, la Asamblea General ONU decidió solicitar una opinión consultiva a la CIJ.
 La cuestión controversial era la forma en que la CIJ iba a tener conocimiento de las alegaciones de los funcionarios internacionales. Si sólo los órganos que los empleaban tenían acceso -a través de la AG- a ser oídos ante la misma Corte y no lo funcionarios internacionales, entonces, se produciría una lesión al debido proceso. Durante la tramitación de los procedimientos, la Federación Internacional de Asociaciones de Servidores Públicos, se dirigió al Secretario de la Corte, preguntándole si el Estatuto de la CIJ o la Corte conforme su discrecionalidad, permitiría a la Federación exponer sus puntos de vista ante ella. La respuesta fue negativa. Consecuentemente un grupo de abogados Neoyorquinos que se había ya presentado ante el Tribunal Administrativo ONU representando los intereses individuales de los funcionarios internacionales, solicitó la posibilidad de presentar un memorándum y participar del debate oral. Fundaron su petición en que los intereses de sus clientes podía ser afectados directamente por el Tribunal, considerando sobre todo que las reglas en las opiniones consultivas, permitían una mayor flexibilidad que en los procesos contenciosos. Otro argumento esgrimido fue la práctica adoptada por la misma CIJ en el caso del África Subsahariana
, respecto de la Liga Internacional por los derechos del Hombre, donde se permitió a esta ONG actuar como amicus curiae.

Desde la Secretaría -instruida por el Presidente de la CIJ-, se respondió que la Corte:

'estaría ligada por las limitaciones fijadas en el Artículo 66, párrafo 2 del Estatuto' y en consecuencia 'no estaría autorizada a solicitar o recibir declaraciones escritas u orales tanto de los sus clientes o en el propio nombre de los consejeros legales que los habían representado en los procedimientos ante el Tribunal Administrativo.'

Dijo la CIJ:

'Aquí la ausencia de igualdad emana … del articulado del Estatuto de la Corte... . El carácter judicial de la Corte requiere que ambas partes directamente afectadas por estos procedimientos sean colocadas en una posición que les permita expresar sus puntos de vista y argumentos a la Corte. 

En el caso de UNESCO, el Estatuto y las Reglas de Procedimiento de la Corte no constituyen obstáculo en este sentido … En el caso de los funcionarios, la situación es diferente.'

Los dos principales sistemas regionales  de protección de derechos humanos reconocen al individuo plena legitimación procesal -como el Consejo de Europa y su Corte de Estrasburgo-, o bien permiten al denunciante y a su asistencia técnica, participar de los procedimientos judiciales -como el Sistema Interamericano y su Corte de Costa Rica-. En este último sistema, la Comisión
 y Corte
 Interamericanas de derechos humanos aceptan la institución del amicus curiae. A modo de ejemplo, en el caso Olmedo Bustos y o. c. Chile, la Corte Interamericana admitió el memorial presentado por el señor Sergio García Valdés en calidad de amicus curiae, en fecha 18/09/2000.
 
Las jurisdicciones nacionales ejercen la jurisdicción internacional cuando aplican las normas del DI, actuando como un brazo de éste.
 Sorensen opina que

'no existe ninguna razón inherente por la cual a un individuo se le deba negar el acceso a un tribunal que, de hecho, ejerce su jurisdicción entre un estado y dicho individuo en casos relacionados con cuestiones de DI'.

Los tribunales domésticos aceptan la institución del amicus curiae en causas de interés público. Estados Unidos e Inglaterra son dos de los países con mayor receptividad jurisprudencial del instituto. Por ejemplo, en Pinochet, Amnistía Internacional presentó un memorial en calidad de amicus curiae ante la Cámara de los Lores Inglesa.
 En Argentina, la causa ESMA
 sentó un importante precedente, cuando el 18/05/1995, la Cámara Federal en pleno admitió un memorial presentado por dos organismos internacionales de derechos humanos: el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional -CEJIL- y Human Rights Watch/Americas, quienes argumentaron sobre las obligaciones estatales que emanan del DI, respecto de los familiares de las víctimas de desaparición forzada, así como sobre el derecho a la verdad de las víctimas, de sus familiares y de la sociedad en su conjunto. 
La Corte Suprema Argentina en Bussi
 admitió tácitamente -al no rechazarlo-, el escrito presentado en calidad de amicus curiae por el Centro de Estudios Legales y Sociales -CELS-, por el cual se procuraba que la Corte consagrara explícitamente los criterios respecto de la idoneidad que debe poseer todo funcionario público, conforme lo establecido por las normas constitucionales y diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, a los cuales Argentina se ha comprometido a respetar.
 En 2004 el instituto recibe admisión formal.

También la Cámara Nacional de Casación Penal Argentina receptó el instituto. En Felicetti
, diferentes organismos de derechos humanos presentaron argumentos relevantes fundados en el DIDH, para resolver el recurso de revisión presentado por la defensa de los detenidos por la toma del regimiento de La Tablada, especialmente a fin de cumplir las decisiones internacionales que garantizan la doble instancia a los detenidos.
Sumando a lo hasta aquí comentado, varios e importantes tratados multilaterales contienen provisiones que otorgan al individuo legitimación procesal para incoar acciones contra estados soberanos.

Primero, mencionamos ya la XII Convención de La Haya de 1907 que estableció la Corte Internacional de Presas, y cuyos Artículos 4 y 5 permitían a individuos neutrales reclamar ante la Corte, a fin de defender sus derechos frente a un estado extranjero. El estado cuya nacionalidad ostentaba el individuo podía negarle esta posibilidad, en caso que dicho estado incoara la acción en su lugar. Esta Convención nunca entró en vigencia.

Segundo, la Corte Centroamericana de Justicia que funcionó entre 1908 y 1918, además de resolver litigios entre estados, poseía competencia para dilucidar cuestiones planteadas por individuos de cualquiera de las cinco repúblicas de América Central que la integraban, en contra de cualquiera de los estados contratantes. Las acciones debían fundarse 'en violaciones de tratados y convenciones, y otros casos de carácter internacional', sin importar si el propio gobierno apoyaba dicho reclamo o no. Para acceder a la jurisdicción internacional se respetaba la regla del agotamiento previo de los recursos internos o en su defecto, debía demostrarse una denegación de justicia. Sorensen menciona que esta Corte llegó a tratar ocho casos, cinco de los cuales eran relativos a individuos. Sólo para la anécdota, de éstos, cuatro fueron declarados inadmisibles por falta de agotamiento de los recursos internos, y el quinto fue decidido en forma contraria a los intereses del individuo.

Tercero, el Tribunal Arbitral de la Alta Silesia creado por la Convención Germano – Polaca del 15/05/1922
, poseía jurisdicción respecto de reclamos de individuos contra cualquiera de los gobiernos contratantes, aun cuando fueran nacionales, en caso de violación de sus derechos adquiridos. Las reglas de procedimiento del tribunal (Artículos 16 a 24 de la Convención) no efectuaban distinción alguna entre  representantes de los gobiernos e individuos que actuaban en su capacidad privada, en cuanto a su legitimación procesal. Por esto, la persona humana poseía plena capacidad procesal conforme la citada Convención.

Cuarto, los Tribunales Arbitrales Mixtos contemplados en el Tratado de Paz de Versailles
, así como los otros tratados de Paz firmados en su consecuencia, facilitaron el acceso directo de individuos a los tribunales internacionales. El Tratado de Versailles otorgó el derecho de compensación a los nacionales de las potencias aliadas y asociadas. Mediante el mismo podían reclamar las pérdidas sufridas tanto a los nacionales de los estados vencidos como también a estos últimos.
 Un importante número de reclamos se presentaron ante el Tribunal durante sus diez años de existencia.
 No obstante, gran parte de sus decisiones versaron sobre puntos de derecho privado y sobre la interpretación de los tratados de paz.

Quinto, Brownlie menciona otros tratados bilaterales de variada importancia que otorgaban cierta capacidad procesal al individuo. Como ejemplo, el celebrado entre Estados Unidos y Alemania mediante un Acuerdo realizado en 10/08/1922, por el cual se creó una Comisión Mixta de Reclamos para que entendiera respecto de: (i)  peticiones de ciudadanos Norteamericanos contra Alemania por daños a su propiedad, sus derechos e intereses radicados en Alemania; (ii) otros reclamos por daños que fueran consecuencia de la guerra; y (iii) deudas de ciudadanos Alemanes y del Estado Alemán. Numerosos laudos emitidos por esta Comisión afirmaron los intereses de los ciudadanos, en un pie de igualdad con los del estado Alemán. Sin embargo, los peticionarios no poseían legitimación procesal completa, sino que eran representados por abogados designados por cada gobierno.

Sexto, el final de la segunda guerra mundial recreó la misma necesidad expresada en  Versailles, esto es, la creación de tribunales arbitrales destinados a resolver conflictos surgidos con motivo del conflicto armado. Esta vez la solución fue diferente, ya que la cuestión de los reclamos patrimoniales fue tratada como un asunto de naturaleza estatal. En este contexto, la llamada Corte Suprema de Restitución
 constituyó una excepción a lo que históricamente venía sucediendo, ya que poseía jurisdicción respecto de reclamos iniciados por las víctimas del Nazismo y dirigidos a la restitución de propiedades identificables y a los bienes ocupados por el régimen Nazi. Ante esta jurisdicción, los individuos podían comparecer como demandantes o demandados. En segundo lugar, la Comisión Mixta de 1954
 tuvo jurisdicción sobre disputas entre acreedores y deudores relacionados con las deudas exteriores Alemanas.

Séptimo, el Tribunal Arbitral de Estados Unidos e Irán
, surgido a partir del derrocamiento del régimen del Sha Reza Pahlevi, incluyó en su articulado, los reclamos  sostenidos por nacionales de ambos estados.

Octavo, hallamos el procedimiento establecido para la Comisión de Compensación de Naciones Unidas
, creada luego de la derrota militar de Irak en 1991, cuya misión consistió en priorizar los miles de reclamos de víctimas individuales en contra de Irak, antes que las demandas de las grandes compañías. La citada Comisión no operó como un órgano de justicia. 
Noveno, hemos referido ya los sistemas regionales. El individuo cuenta con legitimación activa ante el Tribunal Europeo de Derechos Humanos.
 Sumado a ello, el Protocolo Nº 11, adicional a la Convención Europea de Derechos y Libertades Fundamentales, afirma el status del individuo en el sistema europeo. En cuanto al Sistema Interamericano de Derechos Humanos, la última reforma del Reglamento de la Corte reconoce a la víctima y sus representantes, después de notificado el escrito de sometimiento del caso, la capacidad de presentar de forma autónoma, su escrito de solicitudes, argumentos y pruebas, así como la posibilidad de continuar actuando durante todo el proceso.
 El sistema Africano de protección de los derechos humanos se estructura en torno de la “Carta Africana de los derechos del hombre y de los pueblos” de Octubre 21, 1986. Son sus órganos de supervisión la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos y la Corte Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos creada en 1998, en funciones desde 2004 y cuyo Estatuto fue recientemente reformado (2012).

Décimo, es de mencionar el renovado impulso que la subjetividad individual en el ámbito procesal cobra hacia fines del siglo XX.

Desde la década de 1980 en adelante, se generó una tendencia relativa a la solución pacífica de controversias, por la cual un número creciente de organizaciones regionales e internacionales comenzaron a proveer su propio esquema de solución pacífica, en cuyo contexto, los tribunales arbitrales han constituido el medio favorito, conformados por expertos en las particulares cuestiones que le dan vida.

En la década de 1990, la histórica Corte Permanente de Arbitraje de La Haya alienta el conocimiento de controversias entre estados y particulares. Se encuentra facultada por sus diversas reglas de procedimiento, para entender en conflictos entre estados; entre estados y entes privados; entre estados y organizaciones internacionales; y entre organizaciones internacionales y entes privados.

En el acuerdo que da marco al bloque regional de América del Norte (NAFTA) las personas de carácter privado tienen acceso a los tribunales arbitrales que pueden laudar en ciertos casos determinados.
 
En la órbita del Mercosur, se habilita a los habitantes de un estado parte a efectuar denuncias contra los demás estados parte, en caso que éstos decidan medidas que obstaculicen el comercio regional, contrariando los principios sentados en el Tratado de Asunción. 
La legitimación procesal del individuo se presenta en forma convencional, toda vez que un individuo y un estado acuerdan en que sus conductas serán gobernadas por el DI. Como consecuencia, los individuos adquieren los derechos estipulados en el contrato. Esta capacidad procesal individual de carácter convencional ha dado origen a situaciones controvertidas. Tomemos tan sólo a título de ejemplo, los contratos de concesiones petroleras anteriores a la gran crisis petrolera de 1973, que habían sido celebrados entre los estados e inversores extranjeros. A fin de resolver estos problemas, un avance significativo respecto de las controversias de carácter económico se ha producido dentro de los sistemas de solución pacífica del Banco Mundial y de la OMC.  
El Banco Mundial
 posee un sistema de arbitraje destinado a resolver controversias sobre inversiones que se susciten entre un estado y los nacionales de otros estados. El default Argentino de inicios del siglo XXI
 trajo a primer plano la utilidad del CIADI, órgano de solución de controversias del Banco Mundial. El Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados
, como su nombre lo indica, habilita a las personas físicas y jurídicas
 a ser parte en procesos relativos a inversiones cuando la contraparte es un estado. Por su parte, los estados se comprometen a no conceder protección diplomática ni promover reclamos internacionales respecto de aquellas diferencias en que uno de sus nacionales y otro Estado Contratante hayan consentido en someter al arbitraje. 
La Organización Mundial de Comercio brinda sólo a los estados parte, la legitimación necesaria para recurrir al mecanismo de solución de diferencias o para ser objeto de tal procedimiento.

VII.j. Importancia de la 'cláusula democrática' para el reconocimiento de la subjetividad individual 
La cláusula democrática se presenta en el contexto de la globalización como una guía que direcciona a los estados hacia el respeto de los derechos y libertades fundamentales, dentro de los cuales se encuentra el reconocimiento de la subjetividad individual. Un sistema democrático consolidado brinda al individuo mayores posibilidades de ser considerado sujeto de DI vis-a-vis con los estados.

El DI clásico enseña que los principios de igualdad soberana de los estados, de soberanía política e integridad territorial, en frágil equilibrio con la autodeterminación, se conjugan para reconocer a los pueblos el derecho de elegir libremente su propio sistema político. La Resolución 2625 afirma que  
'En virtud del principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los pueblos, consagrado en la Carta, todos los pueblos tienen el derecho de determinar libremente, sin injerencia externa, su condición política y de proseguir su desarrollo económico, social y cultural, y todo Estado tiene el deber de respetar este derecho de conformidad con las disposiciones de la Carta'.

Y además, 

'El establecimiento de un Estado soberano e independiente, la libre asociación o integración con un Estado independiente o la adquisición de cualquier otra condición política libremente decidida por un pueblo constituyen formas del ejercicio del derecho de libre determinación de ese pueblo.'

La misma CIJ, en Nicaragua v. Estados Unidos, afirmó:

'(…) el principio de la soberanía de los estados deja a éstos libertad de elección en cuestiones como el sistema político, económico, social y cultural'.

Preguntamos: ¿cuánto más importa hoy, en relación con los tiempos precedentes, que los pueblos ejerzan su derecho a la libre determinación dentro de ciertos límites aceptables en función de la evolución de los sistemas políticos?. Ciertamente mucho. 

La llamada 'cláusula democrática' constituye una declaración de principios, pero es también un requisito ineludible para acceder al reconocimiento de un nuevo estado, y hasta podría entenderse como una limitación del derecho a la libre determinación. Se consolida así la 'democracia' como el sistema político mas apto para hacer florecer los derechos fundamentales de la persona humana, y he aquí su relación con los derechos humanos.

Europa adopta la cláusula democrática en relación con el reconocimiento de los nuevos estados de Europa del Este, tras la desintegración de la ex-URSS y luego, la ex-Yugoslavia. En sendas Declaraciones
 se somete el reconocimiento de los nuevos estados a que éstos cuenten con una base democrática y se comprometan a respetar una serie de obligaciones internacionales, derivadas de la Carta de la ONU, el Acta de Helsinki de 1975 y la Carta de París de 1990 y otros compromisos referidos a los derechos humanos, los derechos de las minorías, la inviolabilidad de las fronteras, el desarme, la no proliferación nuclear, el arreglo pacífico de controversias y el no reconocimiento de los entes nacidos de la agresión.

En la órbita del MERCOSUR, existen cláusulas de este estilo que actúan a modo de requisito de admisibilidad de nuevos estados miembros, o bien como estándar para mantener la calidad de miembro pleno, en relación con los demás estados parte. El Protocolo de Ushuaia
 afirmó el carácter esencial del gobierno democrático para afianzar la integración regional. En este instrumento se afirma que en caso de ruptura del orden democrático en un Estado Parte del Protocolo, los demás estados promoverán consultas entre sí y con el Estado afectado. En caso que tales consultas resultaren infructuosas, los demás estados partes considerarán la naturaleza y el alcance de las medidas a aplicar, teniendo en cuenta la gravedad de la situación existente. Estas medidas abarcarán desde la suspensión del derecho a participar en los distintos órganos de los respectivos procesos de integración, hasta la suspensión de los derechos y obligaciones emergentes de esos procesos.

Los países asociados a la UNASUR dispusieron la vigencia de la 'cláusula democrática' con la intención de proteger a sus miembros de posibles intentos de golpe contra el orden constitucional.
 Según se dispone, el instrumento se aplicará 

'en caso de ruptura o amenaza de ruptura del orden democrático, de una violación del orden constitucional o de cualquier situación que ponga en riesgo el legítimo ejercicio del poder y la vigencia de los valores y principios democráticos.'

Los presidentes de América del Sur a través del Comunicado de Brasilia
 afirmaron la 'clausula democrática', sosteniendo que 

'El mantenimiento del estado de derecho y el pleno respeto al régimen democrático en cada uno de los doce países de la región, constituyen un objetivo y un compromiso compartidos, tornándose desde hoy, condición para la participación en futuros encuentros sudamericanos.'

Cláusula democrática y derechos humanos se encuentran intrínsecamente unidos. La raison d'être de la cláusula democrática reside justamente, en la promoción y protección de los derechos humanos y en el mantenimiento de la paz y seguridad internacionales. Esto es así porque el sistema democrático se funda y por esto privilegia, el reconocimiento pleno de los derechos individuales, a la par que prioriza la solución pacífica de controversias. 

La 'cláusula democrática' actúa como límite del derecho a la libre determinación de  los pueblos, e incluso, ya en su formato jurídico, de la soberanía de los estados. En el siglo XXI, la tendencia se dirige a la democratización de las constituciones y consecuentes sistemas políticos internos. Con esto, el DI abandona su posición neutral frente a la elección política de los estados, y comienza a imponerles la forma democrática. Es todavía una facultad del estado la libre elección de su sistema político, pero esta libertad se ve cada vez mas acotada por la cláusula democrática, cuya inobservancia tiene por consecuencia el eventual aislamiento del sistema internacional. Y es en este punto de la entronización de la democracia como sistema político preferente, donde la subjetividad individual se consolida, en tanto la naturaleza democrática se centra en la promoción y protección de los derechos y libertades fundamentales, afirmando en suma un enfoque antropocéntrico.

VIII. La subjetividad individual y una mirada desde la dimensión de la justicia
El DI clásico negaba la personalidad internacional del individuo, fundado en la necesidad de inmediatez de contacto de las obligaciones y derechos con el DI.
 Conforme este razonamiento, si un ente recibe los derechos y obligaciones a través de otro, en palabras de Barboza, 'no estará actuando por sí mismo -o sea como persona internacional-, por lo menos en cuanto a esos particulares derechos u obligaciones se refiere'.

Esta lógica varias veces centenaria adoptada por el DI, ha desconocido la distinción entre capacidad de hecho y de derecho, que aún siendo propia del derecho interno, no encontramos razón para negarla dentro del sistema del DI. La idea del individuo como simple 'objeto de protección', y en consecuencia, protegido sólo en la medida en que su estado de nacionalidad decida ejercer el instituto de la protección diplomática, ha demostrado su ineficacia si se la evalúa conforme parámetros de justicia e igualdad.

Moncayo - Vinuesa - Gutiérrez Posse adelantan su opinión favorable a lo que comentamos cuando afirman:

'La sola imputación directa de derechos y obligaciones internacionales confiere al individuo subjetividad dentro del ordenamiento jurídico internacional. Y esto es así, independientemente de que el individuo haya sido habilitado o no, para el ejercicio directo de las acciones correspondientes'.

Entendemos ilógico negar la personalidad jurídica internacional del individuo, cuando el fundamento consiste en que sus derechos los ejerce a través de otro ente o en que no existe un representante habilitado para el ejercicio de los mismos, circunstancias que por otra parte, se dan rutinariamente en el derecho interno. La ficción del 'individuo – objeto', mantenida durante siglos, comienza a desaparecer frente a una realidad evidente para el DIDH: el individuo posee capacidad legal para ser titular de derechos y obligaciones internacionales y en consecuencia, reclama la aptitud para el ejercicio directo de tales derechos. Lentamente lo viene logrando, como hemos visto a partir de las situaciones comentadas e instituciones existentes en los tres subsistemas basados en la protección de la persona humana y en los procedimientos administrativos y jurisdiccionales internacionales.
 

Al momento, el individuo es titular de derechos, que en su mayoría no ejerce por sí en el plano internacional, sino a través de la asistencia de su representante clásico, el estado. A su vez, el estado se encuentra obligado -no facultado- a brindar tal protección. La ausencia de defensa de los nacionales que sufren la violación de derechos básicos, genera responsabilidad internacional del estado por omisión. 

La ausencia de coacción respecto de las decisiones tomadas por la comunidad internacional en relación con un estado soberano, problema decano de las relaciones internacionales, no invalida la afirmación anterior.

Tampoco es útil como justificación de la incapacidad individual la ausencia de legitimación procesal activa o pasiva, sino al contrario, representa un aspecto injusto que ha mantenido la solidez del sistema de estados soberanos, y que hoy llama a ser corregido. 

La legitimación procesal se constituye en la verdadera naturaleza del derecho cuando éste deja de ser controvertido, y esto ocurre con los derechos y libertades fundamentales. El derecho interno marca la tendencia: al presente, un incapaz sin representante legal, no constituye un 'objeto de protección', sino un verdadero sujeto de derechos, al cual el estado le debe brindar una titularidad efectiva.

Resumiendo lo expuesto, y bueno es recordarlo, el ejercicio efectivo de los derechos -en este punto, la existencia de procedimientos de defensa de los derechos del individuo frente a los estados, y su consecuente habilitación procesal-, mueve a que afirmemos con Gearty
 que al presente, 'enforcement is nine tenths of the law'.

IX. ¿Es el individuo un sujeto 'derivado'?
¿Es la personalidad jurídica reconocida al individuo de carácter originario o deriva de la voluntad de los estados?. En todo caso, ¿cuál es la verdadera relevancia de esta cuestión? .

La doctrina tradicional centrada en el estado como sujeto originario y supremo, hace depender toda otra subjetividad internacional, de la exclusiva voluntad estatal. Diez de Velasco no duda en afirmar que a la par de los estados, 

'coexisten otros sujetos, que cabe calificar de secundarios o derivados, poseedores de alguno o algunos de los rasgos que integran la capacidad internacional'.
 

En esta lógica, ya sea por vía de costumbre o de convención, todo sujeto internacional, poseerá tal calidad gracias a la voluntad exclusiva de los estados. 

Pero entonces, aun concediendo sin aceptar, ¿revela esta dependencia la fragilidad de toda otra subjetividad internacional diferente de la estatal?. Y en consecuencia, ¿puede el estado retirar su voluntad y con esto desconocer capacidad a la persona para que ejerza sus derechos?.

No estamos seguros que así sea. De los tres subsistemas -de los derechos humanos, de derecho humanitario y de derecho penal internacional-, el DIDH es el que menos debe su existencia a la voluntad estatal. Resume siglos de historia de reivindicaciones de la persona humana frente al poder. De esta historia evolutiva hacia el reconocimiento internacional de la subjetividad humana, el estado moderno sólo ocupa algo mas de tres siglos. En realidad, podríamos afirmar que la protección de los derechos humanos, siendo su naturaleza absolutamente reivindicatoria, existe a pesar de los estados y en contra de los intereses del poder gubernamental.
El hecho que sean los estados quienes reconocen capacidades legales a entes que, como consecuencia, devienen sujetos de DI, poco dice sobre la existencia de una potestad  exclusiva de los estados dirigida a crear sujetos de DI. Mucho menos sindica al estado como responsable de la perdurabilidad de la personalidad jurídica de tales entes una vez creados, todo lo cual parece desprenderse de la calificación de 'derivada' que se brinda a la subjetividad de varios de los entes que hemos analizado. El hecho que la capacidad de  alguno de estos entes sea funcional, es decir, se encuentre limitada a la realización de ciertas conductas, nada agrega en favor de la tesis de la subjetividad exclusiva del estado.

Ciertamente, en caso que aceptáramos hablar de una subjetividad 'derivada', no debería entenderse ésta como una personalidad accesoria a merced de la voluntad arbitraria del estado. El núcleo duro de 'derechos humanos – delitos internacionales' y la protección efectiva de los derechos y libertades fundamentales, existen hoy con manifiesta independencia de la voluntad de reconocimiento estatal y aún en contra de negativas expresas que pudieran contener derechos internos no democráticos.
El estado es una construcción social, creada a partir de individuos y de grupos sociales, quienes en ejercicio de su soberanía inherente, han delegado en él su representación exterior, dándole sentido al derecho entre naciones antes que entre estados. Para comprenderlo de forma evidente, realicemos la analogía del derecho doméstico: el estado crea las normas jurídicas a través de sus órganos. Contamos aquí con la ficción del contrato social, conforme el cual la persona es la depositaria de la soberanía, en tanto los órganos del estado crean, aplican y juzgan las infracciones al Derecho, que define quiénes y bajo qué requisitos constituirán un sujeto de derecho. Y no por esto se nos ocurre poner en duda dentro del derecho interno, ni la subjetividad individual ni la de las personas jurídicas.
Preferimos situar la noción de 'subjetividad derivada' como un antecedente histórico, restándole importancia actual. En realidad, la distinción existente entre sujetos originarios y derivados confunde la capacidad de generar normas de manera directa, con la capacidad de derecho que emana de tales normas. El estado genera normas internacionales de manera directa, y se encuentra obligado a respetar otras que exceden su voluntad circunstancial -normas de jus cogens-, todo lo cual crea derechos y obligaciones tanto para él como para otros verdaderos sujetos internacionales, como las organizaciones internacionales cualquiera sea su tipo; el individuo; las corporaciones transnacionales; etc.  

X. Conclusiones
El DI clásico enseña que la personalidad jurídica internacional puede adquirirse tanto por el reconocimiento o la aquiescencia prestados por otros sujetos internacionales ya reconocidos, como también por una combinación de provisiones convencionales. 

En tercer lugar y desde la visión de los derechos humanos agregamos que en otras ocasiones, la subjetividad internacional será el resultado de una evolución histórica y social. Es éste el caso de los derechos y libertades fundamentales que forman hoy parte del jus cogens, y que deben ser respetados por los estados en condiciones de igualdad y no discriminación. En este punto, el sistema westfaliano ha debido aceptar lo inevitable: capacidades funcionales necesarias para el ejercicio efectivo de reivindicaciones históricas triunfantes ejercidas tanto por individuos como pueblos frente al estado. 

El derecho a la igualdad es un simple pero claro ejemplo en cabeza de los individuos; el derecho a la libre determinación de los pueblos cristalizado en la Carta ONU y los Pactos Internacionales I y II, ejemplifica un reclamo histórico varias veces centenario, que había sido ya expuesto por de Vitoria, Grocio, Pufendorf y de Vattel.

En tanto no existen al presente reglas que detallen de forma exhaustiva la extensión de los derechos y obligaciones de los sujetos internacionales, la cuestión de la subjetividad internacional no se centra tanto en la capacidad de derecho que un ente posee a fin de adquirir derechos y contraer obligaciones internacionales, sino sobre la atribución real de derechos y deberes, la cual es determinada por una variedad de factores. Éstos van desde la capacidad procesal para efectuar reclamos hasta ciertas funciones taxativamente prescriptas que el pretendido sujeto puede realizar por sí mismo. En este punto, el reconocimiento, la aquiescencia y el estoppel constituyen importantes principios que, en el contexto de la personalidad jurídica internacional, suman al momento de responder afirmativamente sobre la subjetividad internacional del ente en análisis. Por otra parte, la aceptación de la personalidad jurídica internacional no necesita ser objetiva, al grado de vincular a los estados que no la consientan, aunque tampoco deban soslayarse los requisitos de tiempo y contenido.

Dilucidar si cada uno de los entes hasta ahora discutidos, constituyen sujetos de DI plenos o relativos, o simples entes con algún grado de subjetividad internacional de carácter funcional, es una cuestión que requiere analizar las circunstancias del caso en particular. 
Los estados son los sujetos originarios porque han creado el DI. Son además, sujetos  'plenos' porque poseen la totalidad de las capacidades para adquirir derechos y contraer obligaciones internacionales y ejercerlos por sí mismos. La 'calidad de estado' que implicará el reconocimiento de la personalidad jurídica del ente nacerá como resultado de la satisfacción fáctica de ciertos criterios legales establecidos. Esto es así ya que su personalidad deriva de la misma naturaleza y estructura del sistema internacional que origina el mismo DI. 

El surgimiento del estado moderno se confunde así con la misma creación del DI, tanto por vía de costumbre como de convención.

Dentro de los entes de naturaleza política que reúnen algunos de los requisitos que satisfacen los estados -aunque no todos-, situamos a las asociaciones verticales como el protectorado y el vasallaje; las asociaciones interestatales horizontales como el Commonwealth; los estados dependientes como las uniones federales; los condominios internacionales; los diferentes tipos de territorios internacionales; las regiones dentro del territorio de un estado soberano que reciben derechos de autonomía; la administración exclusiva de un territorio por parte de una organización internacional; los territorios no autónomos y su derivación, los estados asociados. De cada uno de estos tipos hemos brindado ejemplos al analizarlos, y si bien comprenden una gama de matices ciertamente extensa, comparten como denominador común la forma embrionaria estatal: reúnen ciertos requisitos como territorio y población en su gran mayoría; pero adolecen de otros, siendo el poder y la soberanía las ausencia mas notorias.
Las organizaciones internacionales y supranacionales de carácter público -intergubernamentales-, como la ONU y las que establecen esquemas asociativos regionales, constituyen verdaderos sujetos de DI, en base a que su personalidad jurídica deriva en forma inherente del sistema internacional o regional. 
Las restantes personas jurídicas de la globalización -las organizaciones internacionales de carácter privado e interés público como las ONGs y las corporaciones transnacionales, se encuentran en una situación embrionaria en cuanto al reconocimiento de su subjetividad internacional incompleta.
La capacidad de las organizaciones internacionales privadas como las ONGs es siempre relativa en la medida en que se encuentra limitada por el objeto para el que fueron creadas. Si bien en teoría no constituyen un sujeto de DI, en la práctica ciertas ONGs que desempeñan funciones similares a otras organizaciones intergubernamentales son tratadas como sujetos de DI. No es de esperar que en un futuro inmediato, las ONGs sean incluidas en el selecto grupo de personas jurídicas que gozan de capacidades de hecho de carácter funcional.
La subjetividad internacional de las corporaciones transnacionales debe ser atendida jurídicamente, ya que en caso contrario, las situaciones se resuelven de facto, en perjuicio del ente mas débil -generalmente los estados en desarrollo- afectando en suma a sus sociedades civiles. 

Dentro de las personas no soberanas, incluimos a las restantes organizaciones internacionales de carácter gubernamental, tales las agencias creadas tanto por estados como por organizaciones internacionales. Respecto de las agencias, las capacidades funcionales de las que gozan, al haber sido delegadas por otro sujeto que los crea y respecto del cual son accesorias, no las habilitan para ser consideradas como sujetos de DI.

En este mismo grupo carente de soberanía incluimos los cuatro tipos especiales de personalidad ya analizados: (i) los pueblos no autónomos; (ii) los movimientos de liberación nacional; (iii) las comunidades beligerantes; y (iv) la Humanidad. 

Todos estos constituyen sujetos no plenos del sistema internacional. Comparten como característica común que sus capacidades son funcionales, esto es, conferidas por el DI sólo de manera excepcional y con miras a la realización de conductas regladas dentro del marco de legalidad supraestatal signado por el respeto de valores comunes del DI. También poseen diferencias.

Los pueblos y comunidades originarios cuentan hoy con una protección legal internacional generada por los estados. No obstante, aun siendo su origen de fuente convencional, la observancia actual de sus derechos escapa ya a la voluntad arbitraria de los estados. Diferente es la cuestión relativa a su subjetividad. Existe una insalvable dificultad –al menos al momento-, para distinguir a una minoría étnica de una comunidad originaria, a lo que debe agregarse la imprecisión del concepto jurídico de 'pueblo'. En este punto, debemos concluir que en el presente estado del DI, los pueblos originarios no constituyen miembros del sistema internacional.

Los movimientos de liberación nacional y las comunidades beligerantes que poseen un control de parte del territorio, se constituyen en autoridad de facto respecto del buen gobierno del mismo, y en este sentido están obligados a respetar las normas fundamentales del DI general. Sus miembros individuales poseen obligaciones internacionales referidas al respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales y la prohibición de la comisión de los delitos internacionales que forman parte del jus cogens.

No vemos obstáculo alguno en reconocer la personalidad jurídica de la Humanidad como un colectivo titular de ciertos derechos, mas como un paraguas simbólico dirigido a la defensa de los global commons que al ejercicio de una protección efectiva, lo cual constituye una asignatura pendiente.

Los entes sui generis se explican y aceptan por si mismos. Existen razones históricas, políticas y religiosas que actúan como concausa de su reconocimiento. Incluimos aquí entes sui generis tales como la Soberana Orden de Malta; la Santa Sede; y los gobiernos en el exilio.

Por último, el estatus internacional del individuo es una cuestión trascendente para el futuro del DI. Si hasta ahora hemos manifestado que el DI clásico le negaba subjetividad de manera rotunda, el DI contemporáneo se la reconoce de manera relativa. Estamos transitando el cambio de paradigmas desde el DI de naturaleza interestatal hacia un DI de naturaleza intersubjetiva. En consecuencia, afirmamos que la legitimación procesal se constituye en la verdadera naturaleza del derecho cuando su mera existencia deja de ser controvertida. Los derechos y libertades fundamentales conforman un marco teórico que sirve de presupuesto para la acción. Este verdadero paradigma de la post-modernidad mueve a re-significar tradicionales conceptos del DI general, entre los cuales se encuentra la cuestión de la subjetividad internacional.
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�	) Pictet Jean, Desarrollo y Principios del Derecho Internacional Humanitario, Curso del Instituto de Derechos Humanos de Estrasburgo, Universidad Robert Schuman, 1982, pág. 31.


�	) Ver nota anterior. Las fuerzas disidentes o grupos organizados deben hallarse bajo la dirección de un mando responsable, y ejercer sobre una parte del territorio un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y concertadas a fin de poder aplicar el Protocolo II.


�	) Esta responsabilidad es amplia pues incluiría no sólo a quienes se encuentran bajo su dependencia formal o funcional sino también a civiles que actúan bajo su aquiescencia. En base a este principio se establecieron las indemnizaciones sancionatorias tras la primera Guerra Mundial.


�	) Convenios de Ginebra, Artículos 49 CG1; 50 CG2; 129 CG3; 146 CG4.


�	) Convenios de Ginebra, Artículo 3, Conflictos de carácter no internacional y también Protocolo I, Sección II- Represión de violaciones de las Convenciones y del Protocolo I. 


�	) El reconocimiento del CICR vienen dado tanto por la tradición como por la historia. CG I, Artículo 3.2; Artículos 9; 11; 23; 26; 38; 44; y 53. CG II, Artículos 3; 9; 10; 11; 24; 25; 41; y 43. CG III, Artículos 3; 9; 10; 11; 56; 72; 73; 75; 79; 81; 123; 125; y 126. CG IV, Artículos 3; 10; 11; 12; 14; 25; 30; 59; 61; 63; 76; 96; 102; 104; 108; 109; 111; 140; 142; y 143.


�	) Kalshoven Frits y Zegveld Liesbeth, op. cit., pág. 83.


�	) CG I, Artículo 10. Por otra parte, el DIH se vale de la acción progresiva consistente en la incorporación de normas humanitarias por los estados, como la obligación de instrucción y educación de las fuerzas armadas y de la población civil. Convenios de Ginebra I a IV, Artículos 47, 48, 127 y 144 respectivamente.


�	) CIJ, Arrest Warrant of 11 April 2000 (Democratic Republic of the Congo v. Belgium), Judgment, ICJ Reports 2002. Caso relativo a Ciertas Cuestiones de Asistencia Mutua en materia criminal (Djibouti v. Francia), Sentencia de 04/06/2008, disponible en http://www.icj-cij.org.


�	) Consejo de Seguridad de NNUU Resolución 827 (25 Mayo 1993) por la cual se crea el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, Estatuto TPIY Artículos 1, 2 y 3; y Resolución 955 (8 Noviembre 1994) que establece el Tribunal Penal Internacional para Rwanda, TPIR Artículos 1 y 4. El Tribunal para la ex Yugoslavia afirmó que tras el surgimiento del conflicto, es el propio tribunal encargado de juzgar las infracciones, el que decide sobre el carácter internacional o interno del conflicto junto con las sanciones que se aplicarán a los individuos responsables.


�	) Sólo a modo de ejemplo, citamos al primer grupo temático creado por el Consejo Económico y Social de NNUU, el Grupo de Trabajo sobre Desaparición Forzada de Personas (GTDF), el cual ‘(…) sólo entiende en desapariciones de las cuales los gobiernos pueden ser responsabilizados y no acepta casos surgidos de conflictos armados.’ Economic and Social Council, Commission on Human Rights, Report of the Working Group on Enforced or Involuntary Disappearances, GE.05-16877 (E) 200106, E/CN.4/2006/56, 27th Diciembre 2005, pág. 13.


�	) Buergenthal Thomas y otros, Manual Internacional de Derechos Humanos, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Guatemala, CA 1992, pág. 9.


�	) Brownlie Ian, Principles of Public International Law, 4th edition, 1990, Oxford, UK, pág. 553. Ver sobre la jurisdicción doméstica y soberanía Jessup Philip C., A modern Law of Nations, New York: The MacMillan Company, 1948, págs. 68-93; Lauterpacht H., International Law and Human Rights, London, 1950.


�	) Reemplazada por el Consejo de Derechos Humanos ONU, conforme Resolución AG ONU de 3/04/2006, A/RES/60/251.


�	) Resolución 75-V de 1947. Citada por Garretón, Roberto, “La protección internacional de los derechos humanos. El sistema universal”, XX Curso Interdisciplinario Rodolfo E. Piza Escalante, San José, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, julio-agosto de 2002, ponencia; Mantilla Julissa, Derechos humanos. Selección de textos, Lima, Pontificia Universidad Católica del Perú, 2004, p. 167. Como consecuencia, las quejas se agrupaban en la Secretaría General de la ONU sin solución, hasta que en 1959 se estableció un sistema mínimo de tratamiento que consistía en la confección de listas de quejas de carácter reservado. Extraído de Perez León, op. cit., pág. 618.


�	) CADH Artículo 44 '… cualquier persona, grupo de personas, o entidad no-gubernamental legalmente reconocida...'. CEDH Artículo 34 '… cualquier persona, organización no gubernamental o grupo de individuos que aleguen ser victimas. CADHP Artículo 55 otras comunicaciones (distintas a las de los estados partes) y Protocolo Adicional I (1999) Artículo 6 '...en circunstancias excepcionales la Corte podrá permitir a los individuos, organizaciones no gubernamentales y grupos de individuos presentar casos... '.


�	) A excepción de las situaciones de conflicto armado internacional o interno previstas por el DIH o la comisión de delitos internacionales tratadas en el DIP, que aun repitiéndose constantemente, constituyen anomalías dentro de sistema internacional.


�	 ) Entre los primeros encontramos los Comités referidos a la discriminación racial, la discriminación contra la mujer, la tortura y los derechos del niño. Entre los segundos, mencionamos el actual Consejo de Derechos Humanos (anterior Comité de Derechos Humanos), el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los derechos humanos, las Agencias especializadas y los Programas y Fondos manejados por el Secretario General de ONU. El procedimiento genérico incluye la posibilidad que una persona efectúe una comunicación alegando la violación de un derecho reconocido en una convención internacional por parte de un estado ratificante de la misma. Véase Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Selección de Decisiones del Comité de Derechos Humanos adoptadas con arreglo al Protocolo Facultativo. Volumen 7, Períodos de sesiones 66 a 74, (julio de 1999 – marzo de 2002), Naciones Unidas, Nueva York y Ginebra, 2006.


�	) Existen seis Comités de Control temáticos en el marco de Naciones Unidas, a saber: contra la Tortura; de Derechos Humanos; sobre la Eliminación de la discriminación contra la mujer; sobre la Eliminación de la discriminación racial; de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; sobre la protección de los derechos de los trabajadores migrantes y sus familias; y el Comité de los Derechos del Niño. Cada uno de ellos se constituye en órgano de aplicación de la respectiva convención internacional.


�	) PIDCP, 16/12/1966. Protocolo Facultativo I del PIDCP, 16/12/1996.


�	) El Comité del PIDCP ha fortalecido la eficacia del mecanismo establecido en el Protocolo, pudiendo decidir medidas provisionales tendientes a evitar daños irreparables a la presunta víctima. Ver Buergenthal Thomas, Derechos humanos internacionales, México, Gernika, 1996, pág. 72. 


�	) En América, el mecanismo se estructura en el marco de la OEA, su carta constitutiva y básicamente, la Convención Américana de Derechos Humanos (CADH, 1969). El procedimiento prevé la participación de dos órganos principales, la Comisión y la Corte InterAméricanas de Derechos Humanos. La primera fase ante la Comisión brinda una amplia legitimación activa en tanto en la segunda fase ante la Corte, la Comisión es la única legitimada para someter casos contenciosos, aun cuando la participación del individuo afectado o denunciante tienda a ser aceptada en la práctica. Nieto Navia, Rafael, Introducción al sistema InterAméricano de protección a los derechos humanos, Temis, 1993; Fix-Zamudio, Héctor, 'Notas sobre el sistema InterAméricano de derechos humanos', en La jurisdicción constitucional en Iberoamérica, coordinado por Domingo García Belaunde, 1997, págs. 163-224; del mismo autor, El sistema Américano de protección de los derechos humanos; Buergenthal, Thomas, El sistema intermericano para la protección de los derechos humanos, Anuario Jurídico InterAméricano, 1981. Washington, D.C. OEA; Subsecretaría de Asuntos Jurídicos, 1982, págs. 121-164; Nikken, Pedro, La protección internacional de los derechos humanos (su desarrollo progresivo), IIDH, Editorial Civitas, Madrid, 1987; Vasak, Karel, La Commission Inter Américaine des droits de l'homme, Libraire Général de Droit et de Jurisprudence, Paris, 1968.


	En Europa, el mecanismo establecido es el Consejo de Europa y reconoce dos fuentes: (a) la Convención para la Protección de los Derechos y las Libertades Fundamentales (CEDH, 4/11/1950) y sus diversos protocolos adicionales (números 3, 5, 8, 11; 14; 14bis (este último cesó el 1/06/2010), cada uno de ellos, de Mayo de 1963, 20/01/1966; 19/03/1985; 28/11/1996; 13/05/2004, y 27/05/2009; respectivamente); y (b) la Carta Social Europea. La CEDH establece el estándar mínimo de derechos civiles y políticos que poseen todos los habitantes del espacio territorial conformado por los estados partes. Se permite que personas físicas y jurídicas además de los estados, accedan directamente a la Corte de Estrasburgo en reclamo ante eventuales violaciones (esto a partir de la entrada en vigencia del Protocolo XI en 1/11/1998). Por su parte ante el incrimento de las demandas que llegan a la Corte de Estrasburgo, el Protocolo XIV establece mecanismos para filtrar las demandas individuales, y su adopción obedece al propósito de reforzar y mantener la eficacia del sistema de control de la CEDH. Ver respecto del sistema Europeo, Carrillo Salcedo, Juan A., El Convenio Europeo de Derechos Humanos, Tecnos, España, 2003; Jiménez García Francisco, 'El sistema Europeo de Protección de los Derechos Humanos: el Consejo de Europa y la Carta Social', en Derecho internacional de los Derechos Humanos, coordinado por Carlos R. Fernández de Casadevante y Romaní, 2000, págs. 161-182; Ruiz Miguel Carlos, La ejecución de las sentencias del Tribunal Europeo de derechos humanos: un estudio sobre la relación entre el derecho nacional y el internacional, Tecnos, España, 1a reimpresión, 1997; Dijk Pieter; Hoof Godefridus J. H.; y Heringa A. W., Theory and Practice of the European Convention on Human Rights, Kluwer Publishing, 3a edición, 1998.


	En África, el sistema funciona dentro de la estructura de la Unión Africana. La protección se centra en la Carta Africana de derechos del Hombre y de los Pueblos (1986). La protección de los derechos se realiza a través de un procedimiento basado en “comunicaciones o quejas” (Carta, artículos 46 a 54) que pueden ser presentadas por personas físicas, jurídicas y Estados partes. El sistema cuenta con una Corte recientemente conformada que posee funciones jurisdiccionales y consultivas y a la que aún no pueden acceder las personas físicas o jurídicas. El 22 de enero de 2006, en la Octava Sesión Ordinaria del Consejo Ejecutivo de la Unión Africana, se eligieron los once jueces miembros de la Corte, que se reunió por primera vez entre el 2 y el 5 de julio de 2006. Protocol of the Court of Justice of the African Union, Maputo 11 July, 2003. El Protocolo provee un acceso opcional de las ONG y los individuos a la jurisdicción de la Corte: el Artículo 34 (6) exige como requisito que el estado interesado haya realizado una declaración en tal sentido. Hasta 2009, de los 21 estados parte, sólo Burkina Faso había realizado tal declaración. Respecto del sistema Africano, véase Alston, Philip; Goodman, Ryan and Steiner, Henry J., International Human Rights in Context. Oxford University Press, 3rd revised edition, 2006; Mutua, Makau, The African Human Rights System, A Critical Evaluation, State university, New York, 1999, inédito; Okafor, Obiora Chinedu, The African Human Rights System, Activist Forces and International Institutions, Cambridge University Press, Reino Unido, 2007.


�	) La Comisión Permanente Árabe de Derechos Humanos es un órgano de la Liga de Estados Árabes, y posee competencia para fomentar los derechos humanos, desarrollar una concepción común entre los Estados miembros sobre derechos humanos y formular recomendaciones al Consejo de la Liga de Estados Árabes. El Consejo Islámico adoptó la Declaración Islámica Universal de los Derechos del Hombre en 1981; y la Liga de Estados Árabes adoptó en 15/09/1994, la Carta Árabe de Derechos Humanos. 


�	) EICN.4I1991ISR. 43, pág. 8, afirmado en UKMIL, 62 BYIL, 1991, pág. 556.


�	) Idem anterior. Ver la Declaración de la Comunidad Europea en 1992 en igual sentido, UKMIL, 63 BYIL, págs. 635-6. En forma contraria, la formulación de la fatwah Iraní condenando a muerte al escritor Británico Salman Rushdie fue criticada por el gobierno Británico poniendo en tela de juicio el cumplimiento por parte de Irán del principio de no intervención en los asuntos internos del Reino Unido, ibid., pág. 635. Ver Reisman M., 'Sovereignty and Human Rights in Contemporary International Law', 84 ArIL, 1990, pág. 866.


�	) Protocolo 9, Artículo 3.


�	) Corte IDH, Loayza Tamayo v. Perú, Sentencia del 17/09/1997, serie C, núm. 33, parágrafo 80: ' (…) en virtud del principio de buena fe, consagrado en el mismo artículo 31.1 de la Convención de Viena, si un Estado suscribe y ratifica un tratado internacional, especialmente si trata de derechos humanos, como es el caso de la Convención Americana, tiene la obligación de realizar sus mejores esfuerzos para aplicar las recomendaciones de un órgano de protección como la Comisión Interamericana que es, además, uno de los órganos principales de la Organización de los Estados Americanos, que tiene como función “promover la observancia y la defensa de los derechos humanos” en el hemisferio (Carta de la OEA, artículos 52 y 111)'.


�	) Reglamento de la Corte IDH, 1996, artículo 23.


�	) IV Reglamento de la Corte IDH, aprobado el 24/11/2000, en vigor desde el 1/06/2001, Artículo 23. Este reglamento fue parcialmente reformado por la Corte IDH en su LXI período ordinario de sesiones (20/11/2003 al 4/12/2003; en vigor desde 1/01/2004).


�	) Ver Corte IDH. Caso Castillo Páez v. Perú. Excepciones Preliminares, Sentencia del 30/01/1996, serie C, núm. 24, voto razonado del juez Cançado Trindade, parágrafo 14; Corte IDH. Caso Loayza Tamayo v. Perú. Excepciones Preliminares, Sentencia del 31/01/1996, serie C, núm. 25, voto razonado del juez Cançado Trindade, parágrafo 14. Citado por Perez León, op. cit., pág. 628.


�	) Corte IDH. Caso Castillo Páez v. Perú. Excepciones Preliminares, Sentencia del 30/01/1996, serie C, núm. 24, voto razonado del juez Cançado Trindade, parágrafo 16. Citado por Perez León, op. cit., pág. 628.


�	) Reglamento de la Corte IDH, Artículo 23.1 . Pueden además los peticionarios durante las audiencias públicas, hacer uso de la palabra para la presentación de sus argumentos y pruebas. 


�	) CADH, artículo 63.2. En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión. Ver Faúndez Héctor, El Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos. Aspectos institucionales y procesales, 3a. ed., San José, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, 2004, págs. 509-590. 


�	) Corte IDH, Tribunal Constitucional v. Perú, Resolución sobre medidas provisionales, 14/08/2000; Loayza Tamayo v. Perú, Resolución sobre medidas provisionales, 3/02/2001.


�	) Carta Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos, Banjul, 27/07/1981.


�	) Protocolo a la Carta Africana de los Derechos del Hombre y de los Pueblos, 10/06/1998, artículo 5. Acceso a la Corte… 3. El Tribunal puede permitir a los individuos y a las organizaciones no gubernamentales (ONG) dotadas de estatuto de observador ante la Comisión, la introducción, directamente ante el Tribunal, de denuncias de conformidad con el artículo 34 (6) de este Protocolo.


�	) Malanczuk Peter, Akehurst's Introduction to International Law, 7th revised ed. Routledge, London, UK, 1997, pág. 101.


�	) Nanda Ved, “International Law in the twenty – first century”, capítulo 5 en Jasentuliyana N. (ed.), Perspectives on International Law, London, Kluwer, 1995, pág. 83. La traducción es nuestra.


�	) Ver Verdross Alfred, Derecho Internacional Público, Buenos Aires, Ed. Aguilar, 1976, pág. 200.


�	) Rehm, Untertanen als subjekte volkerrechtlicher Pflichten, Z. V., I, 1906, pág. 59.


�	) Verdross Alfred, Derecho Internacional Público, Buenos Aires, Ed. Aguilar, 1976, pág. 200. Es verdad que este autor refiere luego a los delitos contra el DI -delicta juris gentium- pero aquí afirma que los particulares solo tienen deberes. Esta situación ha cambiado en parte al menos en lo que respecta a la actividad de las ONGs de naturaleza penal y del rol que a las víctimas les cabe dentro del esquema del Estatuto de Roma.


�	) Zaffaroni Eugenio, Tratado de Derecho Penal, Parte General III, Ediar, Buenos Aires, 1999, página 55. Respecto de la responsabilidad penal de las personas jurídicas también Bacigalupo Silvina, La responsabilidad penal de las personas jurídicas, Ed. Bosch, Barcelona, 1998. Igualmente la opinión de Maier Julio B., Derecho Procesal Penal Argentino, página 206 y notas a pie. Ed. del Puerto, 1996. 


�	) Nazi Conspiracy and Aggression Opinion and Judgement (Washington, United States Government Printing Office, 1947), pág. 52.


�	) Lord Browne – Wilkinson, Pinochet 3rd case, R. v. Bow Street Metropolitan Stipendiary Magistrate, ex parte Pinochet Ugarte (No. 3) 2000, 1 AC 147, at 203. La traducción es nuestra, en el original inglés: 'Can it be said that the commission of a crime which is an international crime against humanity and jus cogens is an act done in an official capacity on behalf of the state? I believe there to be strong ground for saying that the implementation of torture as defined by the Torture Convention cannot be a state function.' 


�	) Estatuto de Nüremberg, Artículo 6, sub-paras. (a), (b) y (c), donde se afirma la competencia del tribunal para procesar y castigar a las personas que a título particular o como miembros de organizaciones y actuando conforme los intereses de los estados del Eje Europeo, habían cometido los crímenes bajo examen.


�	) Principles of International Law Recognized in the Charter of the Nürnberg Tribunal and in the Judgment of the Tribunal. Texto adoptado por la CDI en su segunda sesión, en 1950, y enviado a la Asamblea General como parte del Reporte de la Comisión cubriendo el trabajo de la sesión. ILC Report, A/1316 (A/5/12), 1950, part III, paras. 95-127, Yearbook of the International Law Commission, 1950, vol. II. 


�	) Ver Artículo 6, 39 AJIL, 1945, Supp., pág. 259. Ver igualmente Brownlie Ian, Principles of Public International Law, 4th edition, 1990, Oxford, UK, págs. 565-6, y Lauterpacht, International Law and Human Rights, London, 1950, pág. 6.


�	) Resolución 95 (l). Ver International Law Commission's Report on Principles of the Nuremberg Tribunal, Yearbook of the ILC, 1950, vol. 11, pág. 195; así como Convention on the Non - Applicability of Statutory Limitations to War Crimes and Crimes Against Humanity, 1968. Ver también Shaw Malcolm N., 'The subjects of International Law', International Law, 5th edition, Cambridge University Press, UK, 2003, pág. 235.


�	) Documento A/51110, pág. 9; y Artículo 2.


�	) Artículo 16.


�	) Artículo 17.


�	) Artículo 18.


�	) Artículo 19.


�	) Artículo 20.


�	) CS ONU Resoluciones 794 (1992) y 814 (1993). 


�	) Cassese Antonio, International Law, 2a. ed., Oxford-Nueva York, Oxford University Press, 2005, págs. 144 y 145.


�	) Oppenheim’s International Law, Lauterpacht, Longman, Londres, 1962, 8ª edición, Tomo I, página 639, citado y traducido por Barboza, Julio en su Derecho Internacional Publico, Zavalía, Buenos Aires, 1999, página 587.


�	) Verdross Alfred, Derecho Internacional Público, Buenos Aires, Ed. Aguilar, 1976, pág. 201.


�	) En el caso del DIDH, la protección de la persona frente a posibles abusos estatales (así el DIDH ‘sacó’ a la persona de la jurisdicción interna del estado) y en el caso del DIP, el eventual castigo de los partícipes (en sentido amplio), de los delitos internacionales.


�	) Schabas, William, Introduction to the International Criminal Court, 2a. ed., Cambridge, Cambridge University Press, 2004, pág. 172.


�	) Perez León, op. cit., pág. 636. Destaca este autor que las víctimas además de las observaciones que pueden presentar ante la Sala de Cuestiones Preliminares, y la CPI en las actuaciones referidas a la competencia y la admisibilidad, pueden tomar parte en el proceso que se sustente ante la CPI. Estatuto de la CPI, artículo 15.3. Ver igualmente Artículos 68.3; 75; y Reglas de Procedimiento y Prueba, Regla 85.


�	) CPI, Situation in the Republic Democratic of the Congo Decision on the Applications for Participation in the Proceedings of VPRS1, VPRS2, VPRS3, VPRS4, VPRS5 and VPRS6. Decisión del 17 de enero de 2006, parágrafo 79.


�	) Ídem ant. Traducción del autor, original inglés: In the light of the core content of the right to be heard set out in article 68(3) of the Statute, persons accorded the status of victims will be authorized, notwithstanding any specific proceedings being conducted in the framework of such an investigation, to be heard by the Chamber in order to present their views and concerns and to file documents pertaining to the current situation in the DRC (…) the Chamber has a dual obligation: on the one hand, to allow victims to present their views and concerns, and, on the other, to examine them.


�	) Creemos que el estado está obligado a perseguir al partícipe de crímenes de guerra sin distinguir entre su pertenencia al mismo estado u otra organización política. Como apoyo de esta interpretación amplia de la participación criminal, el Artículo 3 común a los CG concluye afirmando que ‘La aplicación de las anteriores disposiciones no surtirá efectos sobre el estatuto jurídico de las Partes en conflicto’. Así, el DIH deja a salvo que esta situación de brindar a los miembros de una organización política beligerante el mínimo de derechos del artículo 3 (y eventualmente castigar a sus líderes conforme la aplicación de normas internacionales) no implica para el estado en cuestión, reconocimiento internacional alguno de la personalidad jurídica de tales organizaciones que lo combaten. 


�	) Barberis agrega: 'Esta distinción es importante, pues hay casos donde no existe identidad entre el autor del acto ilícito y el destinatario de la sanción. [Wengler] también analiza el derecho de la guerra y estima que todo individuo o comunidad que sea objeto de una sanción en este ámbito, es sujeto de derecho internacional. Wengler generaliza luego este análisis y llega a la conclusión que sujeto de derecho de gentes es quien es responsable internacionalmente, o sea, todo aquel que puede ser destinatario de una sanción internacional”. Barberis Julio A., Los sujetos del derecho internacional actual, Tecnos, Madrid, 1984, nota 12, pág. 24. Ver Wengler Wilhelm, Public International Law: Paradoxes of a Legal Order, 158 Recueil des Cours, 1977, págs. 16-18.


�	) Malanczuk Peter, Akehurst's Introduction to International Law, 7th revised ed. Routledge, London, UK, 1997, pág. 103.


�	) Estatuto CIJ, Artículo 34 '… sólo los estados pueden ser partes en casos ante la Corte'.


�	) Brownlie Ian, Principles of Public International Law, 4th edition, 1990, Oxford, UK, pág. 581.


�	) Lauterpacht Hersch, Oppenheim’s International Law, 8a. ed., Londres, Longman, 1962, nota 45.


�	) Sorensen Max, Manual de Derecho Internacional Público, Fondo de Cultura Económica, México, 1978, pág. 489.


�	) Conferencia de Paz de La Haya, 1907, debía actuar como corte de apelaciones en casos de presa. 2 AJIL, Supl., 1908, pág. 174. La Corte jamas entró en funciones.


�	) 2 AJIL, Supl., 1908, pág. 231. La Corte de Justicia Centroamericana fue constituida en 1907 por Costa Rica, Guatemala, Honduras, Nicaragua y El Salvador.


�	) Instituido en la Convención Germano-Polaca de 1922, Artículos 5 y 6. Reichsgesetzblatt, 1922, II, pág. 238; Steiner and Gross v. Polish State, Tribunal Arbitral de la Alta Silesia, 30/03/1928, AD, 1927-28, caso No. 188.


�	) Finalmente, la Liga renunció al ejercicio del derecho a presentar sus afirmaciones escritas y verbales en tanto igual posibilidad le era negada a los peticionarios. Ver Rosenne Shabtai, The law and Practice of the International Court, A. W. Sijthoff, Leiden, 1965, pág. 737.


�	) Si bien los 11 territorios fideicometidos inicialmente han ejercido el principio de la libre determinación de los pueblos -el último de ellos en 1994-, restan aún territorios a los cuales se sigue aplicando la Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y pueblos coloniales, los cuales son supervisados por el Comité de Descolonización. 


�	) El Estatuto del Tribunal fue adoptado por la Asamblea General el 24/11/1949, estando facultado para entender en cuestiones relativas al incumplimiento de contratos laborales del personal de Naciones Unidas.


�	) El pedido de opinión consultiva de la AG se fundaba en la Resolución 785A (VIII) del 9/12/1953. En el caso concreto el Director Ejecutivo de UNESCO puso en duda la validez de ciertas decisiones de los tribunales de la Organización Internacional de Trabajo. ICJ Reports, 1956, pág. 77. Es de destacar que varias organizaciones hacen uso del Tribunal de la OIT.


�	) ICJ Reports, 1950, pág. 128. En este caso, se permitió a la Liga la presentación de un escrito referido a las cuestiones legales de la situación en debate.


�	) CIJ Caso del Tribunal Administrativo de Naciones Unidas, ICJ Pleadings, pág. 394.


�	) CIJ - ICJ Reports, 1956, pág. 86.


�	) Por ejemplo, en el caso “Saldaño c/Estados Unidos” (Nº 12.254), el Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) presentó un amicus curiae ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con el fin de someter a consideración de dicho tribunal algunos argumentos de derecho internacional de los derechos humanos de relevancia para resolver el fondo del caso, específicamente vinculados con la prohibición de dictar una condena teniendo en cuenta pruebas basadas en prejuicios raciales. El 18/04/2002 la Comisión Interamericana se pronunció a favor de la admisibilidad de la presentación realizada.


�	) Puede mencionarse el caso “Consuelo Benavides Cevallos c/Ecuador”, donde la Corte Interamericana aceptó el instituto del amicus curiae, presentado por Amnistía Internacional, en fecha 18/12/1997. 


�	) García Valdés junto con varios otros habían actuado previamente en la instancia interna Chilena. Ver copia de la sentencia de 20 de enero de 1997 dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago, mediante la cual se acoge el recurso de protección interpuesto por los señores Sergio García Valdés, Vicente Torres Irarrázabal, Francisco Javier Donoso Barriga, Matías Pérez Cruz, Jorge Reyes Zapata, Cristian Heerwagen Guzmán y Joel González Castillo, en nombre de Jesucristo, la Iglesia Católica y por sí mismos.


�	) Confrontar Brownlie Ian, Principles of Public International Law, 4th edition, 1990, Oxford, UK, pág. 580. Para el autor no constituyen una jurisdicción internacional, sino que la ejercen.


�	) Sorensen Max, Manual de Derecho Internacional Público, Fondo de Cultura Económica, México, 1978, pág. 491.


�	) En Paraguay, su Corte Suprema de Justicia de dicho país aceptó en 1997 la presentación de un amicus curiae presentado por el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL) y el International Human Rights Law Group en el juicio que el PE Chileno había iniciado contra la constitucionalidad de la ley Nº 838/96 que regulaba la indemnización de las víctimas de la última dictadura militar paraguaya. Ver CELS, Informe sobre el instituto del 'amicus curiae', página web http://www.ceijus.org.ar/upload/amicus_instituto_completo_CELS.pdf .


�	) Cámara Federal en lo Criminal y Correccional de Capital Federal, caratulada 'Hechos ocurridos en el ámbito de la Escuela Superior de Mecánica de la Armada” (Causa Nº 761).


�	) CSJN Argentina, causa nro. B310/00, caratulada 'Bussi, Domingo Antonio s/ recurso extraordinario'.


�	) Ver http://www.cels.org.ar/Site_cels/documentos/e_amicus/amicus_pdf/5.e.1.pdf . Si bien la CSJN no se expidió expresamente sobre la admisibilidad de este instituto, el memorial fue anexado al expediente. 


�	) Así, según la Acordada CSJN N 28/2004 de fecha 14/07/2004, el Amicus Curiae es un instrumento destinado a permitir la participación ciudadana en la administración de Justicia en asuntos de trascendencia institucional o que resulten de interés público. Los terceros intervinientes son ajenos a las partes, y deben poseer una reconocida competencia en las cuestiones que se debaten, a fin de poder ofrecer argumentos de trascendencia para la solución del conflicto. 


�	) Cámara Nacional de Casación Penal, Sala II, caso Felicetti, Roberto y otros s/revisión (causa Nº 2831), resuelto el resuelto el 23/11/2000.


�	) Ver Scott James B. (ed.), The Hague Conventions, Carnegie Endowment, New York, London, 1915, págs. 189-190. Brownlie Ian, Principles of Public International Law, 4th edition, 1990, Oxford, UK, pág. 583.


�	) La Convención que da origen a la Corte Centroamericana fue firmada en 20/12/1907, Hudson Manley O., The Permanent Court of International Justice 1920-1942, The Macmillan Company, New York, 1943, págs. 42-70. Este autor menciona 10 casos tratados por la Corte en lugar de los 8 a los que alude Sorensen.


�	) Ver Kaeckenbeeck Georges, The International Experiment of Upper Silesia, Royal Institute of International Affairs, Oxford, 1942; y el caso Steiner and Gross v. Polish State, Annual Digest, 4 (1927-1928), no. 188.


�	) Tratado de Paz de Versailles, Artículos 296, 297, 304 y 305


�	) Tratado de Versailles, Artículo 297 (e). Se presentaron cerca de 20.000 reclamos al Tribunal Franco-Germano; y cerca de 10.000 ante el tribunal Británico-Germano.


�	) Lauterpacht Hersch, International Law and human rights, Londres, 1950, pág. 50.


�	) Conformada en 1952 entre Estados Unidos, Reino Unido y Francia por un parte y Alemania por la otra, a partir de la firma de la Convención para la solución de los Asuntos surgidos de la guerra y la ocupación de fecha 26/05/1952. El mismo tratado instituyó la Comisión Arbitral de Bienes, un órgano internacional de revisión de resoluciones administrativas o judiciales Alemanas.


�	) Establecida en función del Acuerdo sobre Deudas Exteriores Alemanas de 1953 celebrado entre veinte estados.


�	) Ver la Declaración del Gobierno de Argelia de 19/01/1981, Artículo 2. Al día de hoy (enero 2011) el Tribunal ha concluido 3.900 casos, restando aún complejas controversias entre los estados. El tribunal surgió a partir de la detención de 52 nacionales Estadounidenses en la embajada de EEUU en Teherán en 1979 y el posterior congelamiento de los activos Iraníes en EEUU. 


�	) Comisión creada por el Consejo de Seguridad ONU en Ginebra en 1991.


�	) Convention de sauvegarde des droits de l'homme et des libertés fondamentales telle qu'amendée par les Protocoles nos 11 et 14 accompagnée du Protocole additionnel et des Protocoles nos 4, 6, 7, 12 et 13, Art. 34. Sitio web de la Corte Europea (visita abril de 2011) http://www.echr.coe.int/NR/rdonlyres/086519A8-B57A-40F4-9E22-3E27564DBE86/0/FRA_Conven.pdf 


�	) Reglamento de la Corte Interamericana de derechos humanos, aprobado por la Corte en su LXXXV Período Ordinario de Sesiones celebrado del 16 al 28/11/2009, Artículo 25. Participación de las presuntas víctimas o sus representantes.


�	) Ver Buergenthal Thomas y Maier Harold G., Public International Law in a nutshell, 7a. Reedición, United States, 1998, pág. 117 y ss.; Farinella, F. El derecho internacional de los Derechos Humanos, Ed. Suarez, Mar del Plata, Argentina, 2005, p. 68 y ss. En internet sitio African Union http://www.au.int/en/organs/cj


�	) Ver Sitio de la Corte Permanente de Arbitraje http://www.pca-cpa.org/showpage.asp?pag_id=1188 .


�	) Por ejemplo, en disputas relativas a la inversión, anti-dumping, y medidas de retorsión.


�	) Banco Internacional para la Reconstrucción y el Desarrollo, Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (CIADI).


�	) Argentina posee una particular situación ante este organismo, ya que resulta ser el país más demandado del mundo ante el CIADI, con 49 casos sobre un total de 184 iniciados. Hacia el año 2006 ya un informe del propio organismo del Banco Mundial notaba que las causas contra la Argentina ocupaban un 32% del total de demandas presentadas, que incluso rebasa al resto de Latinoamérica en su conjunto (que posee un 16% del total de demandas). Datos a Diciembre de 2010.


�	) El Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI) se establece por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados. El Convenio fue elaborado por los Directores Ejecutivos del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (Banco Mundial). El 18 de marzo de 1965, los Directores Ejecutivos sometieron el Convenio, con un Informe adjunto, a los gobiernos miembros del Banco Mundial para su consideración con vistas a la firma y ratificación del Convenio. El Convenio entró en vigor el 14/10/1966, cuando fue ratificado por 20 países. A Marzo de 2011, 156 estados han ratificado el Convenio para convertirse en Estados miembros.


�	) Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, Artículo 25, inc. a y b.


�	) WTO, Annex II, Dispute Settlement Understanding, Understanding on rules and procedures governing the settlement of disputes, Artículos 3, 4 y ss. Ver sitio web http://www.wto.org/english/docs_e/legal_e/legal_e.htm#dispute .


�	) Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de Naciones Unidas, de 24/10/1970, que contiene la Declaración relativa a los Principios de Derecho Internacional referentes a las Relaciones de amistad y a la Cooperación entre los estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.


�	) Ídem anterior.


�	) CIJ, Nicaragua v. Estados Unidos, 1986 Reports, pág. 109.


�	) Véase la Declaración relativa a las líneas directrices sobre el reconocimiento de nuevos estados en Europa Oriental y en la Unión Soviética y la Declaración sobre Yugoslavia adoptadas por la Reunión de Ministros de Relaciones Exteriores.


�	) Así lo explica Barboza Julio, Derecho Internacional Público, Zavalía Editor, 1a. ed., 1999, Buenos Aires, Argentina, pág. 182.


�	) Protocolo de Ushuaia sobre compromiso democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile. 24/07/1998.


�	) UNASUR, IV Reunión de Presidentes, Cumbre de Guyana, 26/10/2010. Firmada en forma unánime por los representantes de los países que en ese momento componían el bloque: Argentina, Venezuela, Ecuador, Guyana, Surinam, Brasil, Colombia, Paraguay, Uruguay, Chile, Perú y y Bolivia. 


�	) Protocolo Adicional al Tratado constitutivo de la UNASUR, Artículo 1. Entre las posibles sanciones, se prevé el cierre parcial o total de fronteras; la suspensión del comercio, del tráfico aéreo y marítimo, de las comunicaciones, de la provisión de energía, de los servicios y suministros; el sugerir la suspensión del Estado en otros organismos regionales e internacionales; la promoción de penalizaciones ante terceros países y otras sanciones políticas y diplomáticas adicionales, Artículo 4.


�	) Comunicado de Brasilia, Reunión de Presidentes de América del Sur. Brasilia, 01/09/2000. El 'Compromiso andino por la Democracia' de 1998 marcha en igual sentido.


�	) Comunicado de Brasilia, párr. 23.


�	) Barboza Julio, Derecho Internacional Público, Zavalía Editor, 1a. ed., 1999, Buenos Aires, Argentina, pág. 155 y la bibliografía citada en el Capítulo 9 de su obra.


�	) Moncayo, Vinuesa y Gutiérrez Posse, Derecho Internacional Público, Tomo 1, Ed. Víctor P. de Zavalía. Buenos Aires, Argentina, 1990, pág. 16.


�	) En forma coincidente opina Perez León Juan P., El individuo como sujeto de Derecho Internacional, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Universidad Nacional de Méjico, Anuario Mejicano de Derecho Internacional, vol. VIII, 2008, pág. 605.


�	) Gearty Conor, The Right's Future website project, London School of Economics, UK, Track 20, 2011. En internet therightsfuture.com/t20-enforcement-nine-tenths-of-the-law . Traducción: el ejercicio efectivo constituye el 90% del Derecho. 


�	) Díez de Velasco, Instituciones de Derecho Internacional Público”, 16a. Edición 2007; Edit. Tecnos, Madrid, pág. 271.





